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Desde la primera elección constitucional ordinaria, en 1997, las y los habi- 
tantes del Distrito Federal han sido testigos de múltiples transformaciones 
de la ciudad, las cuales han traído consigo avances destacados en torno a 
la conformación de instituciones garantes de derechos, el incremento en 

la participación ciudadana y de evidentes procesos encaminados al desarrollo y con- 
solidación de la democracia en este territorio.

Si bien muchos de los cambios político-sociales experimentados en la capital del 
país han sido considerados de avanzada y reconocidos en los ámbitos nacional  
e, incluso, internacional, es primordial transitar hacia una ciudad democrática donde 
verdaderamente se visibilicen y respeten las diferencias, se potencie el desarrollo  
de todas y todos, y se vivan con plenitud los derechos humanos. 

A lo largo de casi dos décadas esta necesidad se ha traducido en exigencia, y diversos 
actores de las organizaciones de la sociedad civil (osc), conscientes de su papel, 
han puesto su empeño en la búsqueda por contar con una urbe incluyente, donde 
la ciudadanía pueda expresar a las autoridades respectivas sus ideas e inquietudes 
en torno a diversas problemáticas y decisiones que atañen a su comunidad. Entre 
sus propuestas destaca la de garantizar el goce de derechos para todas las personas 
–particularmente para quienes están en condición de vulnerabilidad–, a través del 
reconocimiento e implementación del derecho a la ciudad.

En esta lucha las osc no han estado solas, las han acompañado instituciones 
gubernamentales e instancias promotoras de derechos humanos –entre ellas la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal– que, desde sus ámbitos  
de competencia, contribuyen al diálogo y al fortalecimiento de las iniciativas 
emanadas de las y los ciudadanos, lo cual ha hecho posible articular la Carta de la 
Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, documento de gran valía que refiere 
la manera en que las y los habitantes del Distrito Federal quieren ejercer y disfrutar 
sus derechos humanos.

Por lo anterior, Dfensor dedica la presente edición a difundir el trabajo construido 
por las osc en torno al derecho a la ciudad; a visibilizar la importancia de la Carta 
como referente social y político que permite a las autoridades contar con criterios 
que contribuyan a la toma de decisiones, y a señalar la trascendencia de que las  
y los capitalinos hagan suya la Carta, sean más participativos y ejerzan prácticas de- 
mocráticas para el beneficio colectivo. 

Editorial

Hacia el reconocimiento
e implementación

del derecho a la ciudad 
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En los últimos meses, en varios pro-
yectos políticos y sociales con mayor 
intensidad se ha referido y apoyado 
la necesidad de concretar una refor-

ma política que posibilite a las y los habitantes 
del Distrito Federal contar con todos los dere-
chos y autonomía para la ciudad.

La autonomía de la capital del país es un 
propósito anhelado por varias generaciones. 
En las últimas décadas múltiples proyectos han 
sido debatidos, incluso algunos han contado 
con el consenso de los principales actores po-
líticos e institucionales, sin embargo, al llegar 
al Senado se les ha puesto freno, sin que nadie 
argumente razones de fondo en torno a ello.1 

A su vez, los sectores populares y de la so-
ciedad civil también han aportado importantes 

proyectos sobre diversas temáticas para la ciu-
dad, siempre en la búsqueda por garantizar un 
marco de derechos a toda la población que en 
ella reside. 

La relevancia de la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad radica en 
que coloca en el centro a la imprescindible par-
ticipación de las personas, la función social de 
la ciudad y la actuación entre instituciones y 
las y los ciudadanos en la gestión democrática 
de la capital en sus más variados aspectos: el de- 
sarrollo sustentable, el desarrollo social, la eco- 
nomía, la cultura, la seguridad, el disfrute de la 
vida en la ciudad, etc. Por su alcance, la Carta es 
un pilar fundamental en la integración del sen-
tido y de los contenidos primordiales que debe-
ría incluir la constitución política local, en cuya 

Una de las luchas ciudadanas fundamentales y permanentes 
para consolidar la democracia en la ciudad de México 
es que en ésta se adopte una constitución política que 
le permita convertirse en entidad federativa autónoma e 
integrante de pleno derecho, al igual que los demás estados 
del pacto federal. A decir del autor del presente texto, la 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad  
es pilar fundamental en la construcción de la constitución 
que la sociedad y el territorio capitalino requieren.

* Es colaborador del 
Centro Operacional 

de Vivienda y 
Poblamiento, A. C. 

(Copevi), encargado 
del campo de 

gobernabilidad 
y democracia 

participativa, e 
integrante de 

la Coordinación 
Colegiada del Espacio 

de Participación de 
Derechos Políticos 

del Programa de 
Derechos Humanos 
del Distrito Federal.

Carta de la Ciudad de México 
por el Derecho a la Ciudad,

su aporte a la reforma política
del Distrito Federal

ANÁLISIS

Alejandro Luévano*
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construcción habremos de sumarnos todas y to-
dos los habitantes de este territorio, en la hermosa 
tarea de dibujar la ciudad que queremos.

La ciudad de México en la búsqueda 
de derechos plenos
Desde la constitución de la federación mexica-
na, si bien continuó la vida municipal en esta 
ciudad, las y los habitantes quedamos limitados 
en nuestros derechos políticos. Con la designa-
ción del Distrito Federal como capital de la re-
pública, el destino de ésta y de quienes vivimos 
en ella quedó bajo el control de la federación, a 
diferencia del resto de los estados del país que 
fueron dotados de relativa soberanía y de dere-
chos políticos para sus ciudadanos y ciudadanas.

Durante el convulsionado siglo xix el go-
bierno de la ciudad correspondió a los proyec-
tos centralistas y federalistas en turno, hasta el 
triunfo del proyecto federalista de los liberales, 
que fue plasmado en la Constitución de 1857. 
Sin embargo, a partir de 1929 una decisión 
centralista desapareció las municipalidades y el 
gobierno local pasó a constituirse en un depar-
tamento del gobierno federal, eliminando con 
ello el derecho de las y los capitalinos a elegir a 
sus propias autoridades.2 

Seis décadas después, con las reformas de 
1993 y 1996, se vislumbró la posibilidad de que 
la ciudad de México volviera a contar con auto-
ridades electas y órganos de gobierno propios, 
lo cual empezó a materializarse en 1997 a tra-
vés de la elección del primer jefe de gobierno 
local y de la conformación de la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal (aldf). Tres años 
más tarde, con el inicio del nuevo siglo, tendría 
lugar la segunda elección del jefe de gobier-
no acompañada de la primera de jefes delega-
cionales en las 16 demarcaciones políticas del 
Distrito Federal.

La sociedad civil, activa promotora
de la autonomía de la ciudad
Actores principales de este proceso de demo-
cratización de la vida de la ciudad y del país en 
el México contemporáneo han sido los movi-
mientos populares y diversas expresiones de la 
sociedad civil emergente que surgieron a me-
diados de los años ochenta.

El momento más significativo de ese desper-
tar es, sin lugar a dudas, el plebiscito de la prima-
vera de 1993, que detonó el proceso de reformas 
de ese año y las de 1995. En dicho ejercicio la 
ciudadanía evidenció la exigencia de su derecho 
a elegir a sus propias autoridades en la ciudad 
capital y de recuperar las instancias de gobierno.

Durante las décadas de 1980 y 1990 diver-
sos movimientos sociales y civiles enarbolaron 
–junto a la lucha por sus reivindicaciones– di-
versos proyectos de ciudad y de democratización 
del Distrito Federal, alcanzando altos índices el  
protagonismo ciudadano frente a los sismos de 
1985, además de otras movilizaciones de enver-
gadura nacional que desembocaron en 1997 en la 
elección del primer jefe de gobierno, con el triunfo 
de una opción democrática en nuestra capital.

En tanto, la aldf avanzó significativamen-
te en la transformación del marco legislativo de 
la ciudad para dejar atrás el viejo esquema  
de “apéndice” del gobierno federal y sentar las 
bases de la autonomía en los más diversos cam-
pos de la vida de nuestra urbe.

La reforma política del Distrito Federal,
una reforma inconclusa
A pesar de los logros alcanzados con las refor-
mas mencionadas y que posibilitan que las y 
los ciudadanos podamos participar en la elec-
ción de las autoridades del Distrito Federal, 
éstas tienen atribuciones limitadas y aún pervi-
ve un marco que impide el pleno ejercicio de 
su autonomía. Sólo por mencionar algunas: la 
ciudad no cuenta con poderes plenos como las 
demás entidades federativas sino con órganos 
de gobierno; no tiene un congreso local y, por 
lo tanto, no pertenece al constituyente perma-
nente ni posee la atribución de iniciar reformas 
a la Carta Magna, además de que se rige por 
un estatuto de gobierno en lugar de una cons-
titución local.

Por ello, con la conquista del primer go-
bierno electo se colocó en la agenda de demo-
cratización del Distrito Federal la urgencia de  
instituir poderes plenos, adquirir derechos e ins- 
tituciones similares a los de las demás enti-
dades de la federación, fortalecer su papel de 
capital del país, así como contar con nuestra 
propia constitución política.
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La reforma del Distrito Federal 
es por la Constitución Política 
de la Ciudad de México
Hoy más que nunca es evidente que la refor-
ma política de la ciudad se condensa en la 
conquista de la autonomía y de los derechos 
plenos para el territorio y la ciudadanía. Estos 
derechos y atribuciones habrán de quedar plas-
mados en la primera Constitución Política de 
la Ciudad de México. Cualquier modificación 
que desde la Carta Magna se pretenda hacer 
para la ciudad capital sin considerar su auto-
nomía sólo lograría perpetuar el estado de suje-
ción de las y los capitalinos como ciudadanos 
de segunda del país, es decir, con derechos di-
ferenciados respecto de los que gozan las y los 
habitantes del resto de la república mexicana.

Se trata de un momento fundante de la vida 
futura de nuestra ciudad, la cual requiere que 
quienes aquí residimos nos sumemos entusias-
tamente a las tareas de opinar, proponer, deba-
tir y establecer en la constitución política local 
el modo de vida que queremos; de plasmar los 
derechos por los que venimos luchando; de 
constituir verdaderas instancias de gobierno 
local, de dibujar instituciones que sirvan más  
a la consolidación de la vida democrática y que 
fortalezcan el papel de la capital y su función 
en el entorno metropolitano. Éstas son tareas 
de todas y todos.

La Carta de la Ciudad de México por
el Derecho a la Ciudad, una vía para
la inclusión y democratización de la vida
de las y los capitalinos
En este proceso de definiciones sobre el futuro 
de la capital, la Carta por el Derecho a la Ciu-
dad contribuye de manera destacada a la orien-
tación y a la construcción de los fundamentos 
que habrán de plasmarse en el cuerpo consti-
tucional.

Producto de diversos movimientos sociales 
y civiles articulados desde luchas hermanas de 
varias partes del mundo, el proyecto de la Carta 

ANÁLISIS

Fotografía: cortesía de Juan Antonio Diaz

Con la conquista del primer  
gobierno electo se colocó en  
la agenda de democratización  
del Distrito Federal la urgencia de 
instituir poderes plenos, adquirir 
derechos e instituciones similares 
a los de las demás entidades de la 
federación, fortalecer el rol de capital 
del país, así como contar con nuestra 
propia constitución política.
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es una propuesta programática que se dirige a 
conformar una ciudad incluyente, participati-
va, democrática y solidaria.

Los principales ejes de la Carta de la Ciu-
dad de México por el Derecho a la Ciudad son 
los siguientes:3

•	Ejercicio pleno de los derechos humanos 
en la ciudad. Por una ciudad de derechos 
humanos.

•	Función social de la ciudad, de la tierra 
y la propiedad. Por una ciudad para todos 
y todas: incluyente, solidaria y equitativa.

•	Gestión democrática de la ciudad. Por 
una ciudad políticamente participativa y 
socialmente corresponsable.

•	Producción democrática de la ciudad y en 
la ciudad. Por una ciudad socialmente pro-
ductiva.

•	Manejo sustentable y responsable de los 
bienes naturales, patrimoniales y energéti-
cos de la ciudad y su entorno. Por una ciu-
dad viable y ambientalmente sustentable.

•	Disfrute democrático y equitativo de la 
ciudad. Por una ciudad abierta, libre, crí-
tica y lúdica.

Sus ejes transversales son los derechos huma-
nos y la participación directa de la ciudadanía 
en la gestión de la ciudad.
 
Una Constitución de las y los ciudadanos
A nivel local se ha instalado un debate en tor-
no a la pregunta sobre quién debe elaborar y 
aprobar la Constitución de la ciudad de México. 
Mientras que ciertos actores políticos e institu-

cionales piensan que debe ser obra de algunos 
cuantos, diversas expresiones ciudadanas en 
redes sociales, al interior de las organizaciones 
civiles, provenientes de la academia e instancias 
de derechos humanos, así como de personas que 
trabajan en torno a diversas áreas problemáticas 
de la ciudad, consideramos que debe ser tarea de 
todas y todos.4

Por ello, proponemos que todo el proceso 
de elaboración del texto constitucional, es de-
cir, en los momentos de análisis, debate, apro-
bación y refrendo final debe contarse con la 
más amplia participación de la ciudadanía.

Las redes sociales, los movimientos popu-
lares y los diversos sectores de la sociedad, que 
realizan valiosos aportes al desarrollo y la de-
mocratización de la ciudad, se han ganado a 
pulso su derecho a participar plenamente. De- 
bido a lo anterior, el proceso constituyente 
deberá responder a esta exigencia ciudadana 
por lo menos en los siguientes aspectos:

•	La elaboración del texto constitucional, 
con la más amplia participación de la ciu-
dadanía.

•	La instalación de una Asamblea Constitu-
yente, cuya atribución sea exclusivamente 
la de elaborar la Constitución Política de la 
Ciudad de México, en la que se garantice 
la representación ciudadana significativa 
de por lo menos 50% de sus integrantes.

•	Realizar un referéndum ratificatorio del 
proyecto constitucional mediante el cual 
la ciudadanía otorgue la más amplia le-
gitimidad a nuestra primera constitución 
política de la ciudad de México.

A manera de reflexión final
La gran relevancia de que se conforme la Cons-
titución Política de la Ciudad de México es 
irrefutable en los tiempos actuales.

La vocación democrática de las y los ha-
bitantes de la capital garantizará que nuestra 
Constitución local descanse en los ejes de la 
autonomía y el reconocimiento pleno de los 
derechos humanos de todas y todos, así como 
en la garantía de la función social y la participa-
ción ciudadana para la definición de su rumbo, 
y en la democratización efectiva y a fondo de la 
vida pública.

El proyecto de Carta de la 
Ciudad de México por el 

Derecho a la Ciudad es  
una propuesta programática 

que se dirige a conformar 
una ciudad incluyente, 

participativa, democrática  
y solidaria.
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NOTAS
1	 Véanse documentos del Plebiscito de 1993, la Iniciativa de 

reforma política del Distrito Federal aprobada en la Cá-
mara de Diputados y presentada en el Senado de la Repú-
blica en 2001 y, la Propuesta de reformas al artículo 122 
constitucional para la reforma política del Distrito Federal 
de 2010, ambas iniciativas consensadas entre los partidos 
políticos y el gobierno capitalino.

2	 Todos los estudios sobre la conformación de la nación durante 
el siglo xix hacen referencia al inestable periodo de confron-
taciones entre centralistas y federalistas. Acerca de la desapa-
rición de municipios de la ciudad de México, su conversión  
en delegaciones y luego su conformación como Departamen-
to del Distrito Federal pueden consultarse en el Decreto del 31 
de diciembre de 1928 que desaparece los ayuntamientos de la 
ciudad de México mediante la Ley Orgánica del Distrito y los 
Territorios Federales; el estudio detallado sobre la evolución 

jurídica del Distrito Federal de Javier Hurtado y Alberto  Are-
llano, “La ciudad de México y el Distrito Federal: un análisis 
político constitucional”, publicado en Estudios constitu-
cionales, vol. 7, núm. 2, Chile, Centro de Estudios Consti-
tucionales, 2009, o el estudio del actual comisionado para la 
reforma política del Distrito Federal, Porfirio Muñoz Ledo, 
“Estudio sobre los proyectos de Constitución para la ciudad 
de México”.

3	 Comité Promotor de la Carta de la Ciudad de México por 
el Derecho a la Ciudad, Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad, 3ª reimpresión, México, 2014.

4	 Véase “Posicionamiento sobre el alcance del Proyecto 
de Dictamen de Reforma Política del Distrito Federal”, 
México, diciembre de 2013. Este documento de análisis 
fue elaborado por el autor para la red Derechos Plenos, 
Capital Soberana, y se encuentra disponible en <http://bit.
ly/1wDRtSf>, página consultada el 30 de septiembre de 2014.

En esta ruta, la Carta de la Ciudad de Méxi-
co por el Derecho a la Ciudad es un cimiento 
indispensable que podrá dotar de sentido y con-
tenido a diversos capítulos del cuerpo constitu-
cional. En esta tarea la Carta va de la mano no 
sólo del Programa de Derechos Humanos del 
Distrito  Federal, sino de un amplio abanico de 
derechos políticos y del rediseño institucional 

del gobierno de la ciudad, sus instrumentos 
electorales y de la aplicación de justicia, entre 
otros.

A la elaboración de nuestra primera cons-
titución local habrán de sumarse los diversos 
sectores que interactúan en la ciudad capital. 
Por supuesto que a la realización de esta tarea 
estamos todas y todos convocados. 

Fotografía: cortesía de Juan Antonio Diaz
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Fotografía: Alejandro Cuevas/cdhdf.
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Juan José García Ochoa*

Antecedentes
Por sus características demográficas, políticas, 
económicas y sociales, así como por la presencia 
y participación que tiene en éste la sociedad civil 
organizada, el Distrito Federal es hoy un buen 
ejemplo de la construcción colectiva de lo que 
se conoce como derecho a la ciudad.

Las discusiones y el debate acerca de los 
contenidos de este nuevo derecho se remontan 
a 2007, cuando se conformó el Comité Pro-
motor,1  el cual se desempeñó como el órgano 
encargado de iniciar las acciones para impulsar 
las reflexiones del tema, surgiendo así la idea 
de redactar una Carta de la Ciudad de México 
por el Derecho a la Ciudad. Tras un proceso de 
participación social y trabajo colectivo de aná-
lisis y discusión, dicha Carta se presentó el 13  
de julio de 2010. En el acto, los representantes del 
gobierno capitalino, la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, la Asamblea Le-

gislativa del Distrito Federal, el Tribunal Supe-
rior de Justicia local y las organizaciones sociales 
ratificaron su responsabilidad para desarrollar 
acciones a favor del derecho a la ciudad.

Así, el derecho a la ciudad fue expresado en 
la Carta como un nuevo derecho humano que 
permite el beneficio y provecho equitativo de las 
ciudades, de tal manera que la actuación del go-
bierno debe basarse en los principios de susten-
tabilidad, democracia, equidad y justicia social, 
para el desarrollo de las políticas públicas. Este 
derecho colectivo apuesta a que las personas 
gocen de una ciudad incluyente, en donde los 
servicios y derechos se disfruten sin discrimi-
nación ni exclusión por posición económica, 
social, de género u otra. Asimismo, el derecho 
a la ciudad confiere a sus habitantes la legitimi-
dad de acción y de organización para exigir y 
demandar el pleno ejercicio de los derechos a 
la libre autodeterminación y a un nivel de vida 

* Es licenciado
en administración de 

empresas
con especialización 

en finanzas
en la Universidad 
Iberoamericana.

Es miembro 
fundador del Partido 

de la Revolución 
Democrática. 

Ha promovido la 
implementación 
del Programa de 

Derechos Humanos 
del Distrito Federal, 

así como la Carta de 
la Ciudad de México 

por el Derecho a la 
Ciudad.
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El derecho a la ciudad en el
Gobierno del Distrito Federal, 

avances y desafíos

Este artículo presenta brevemente los antecedentes de la 

reflexión y construcción colectiva del derecho a la ciudad, 

a partir de la experiencia en el Distrito Federal para realizar 

la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad. 

Asimismo, identifica las principales acciones y retos que 

tiene el gobierno capitalino para incorporar y materializar 

en las políticas públicas los principios y ejes rectores  

que integran este nuevo derecho humano.



12

Dfensor • OCTUBRE 2014

adecuado; apuesta por la construcción y trans-
formación de la ciudad como derecho y expre-
sión del interés colectivo, por lo que propone la 
atención integral y articulada de las diferentes 
instancias públicas y de la participación activa 
de sus habitantes.

La Carta se crea a partir de las aspiracio-
nes que configuran la urbe que queremos: una 
ciudad democrática, incluyente, sostenible, 
productiva, educadora y habitable; donde se 
ejerzan plenamente los derechos humanos y 
los procesos de democratización. Asimismo, la 
Carta está estructurada a partir de una serie de 
intersecciones con las aspiraciones ya señala-
das, el ejercicio de los derechos humanos y seis 
fundamentos estratégicos. 

El primero de los fundamentos de la Carta 
se refiere al ejercicio pleno de los derechos hu-
manos en la ciudad, que señala la obligación 
del gobierno para garantizar la realización de 
dichos derechos a las personas, sin discrimina-
ción alguna, asegurando la dignidad y el bien-
estar colectivo.

El segundo se basa en la función social de la 
ciudad, de la tierra y de la propiedad. Este eje 
sin duda aporta un cambio fundamental, ya que 
si bien por un lado se garantiza el derecho a la 
propiedad, éste no se concibe como un derecho 
absoluto, pues se establecen como límites el in-
terés general de las y los habitantes y su utilidad 
pública. Así, el interés público debe prevalecer 
sobre el interés privado en caso de presentarse 
un conflicto entre ambos.

El tercer fundamento aborda la necesidad 
de la gestión democrática de la capital, lo cual 
implica la participación de la ciudadanía en la 
formulación, implementación, seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas locales.

El cuarto eje se refiere a la producción de-
mocrática de la ciudad, cuyo fin es el de asegu-
rar la inserción al mercado laboral y productivo 
de sus habitantes, especialmente de las y los jó-
venes en la economía urbana.

El quinto menciona el manejo sustentable y 
responsable de los bienes naturales, patrimonia-
les y energéticos con los que se cuenta, y bus-
ca que se mejoren las condiciones ambientales 
para que el desarrollo urbano no se realice a cos-
ta de las zonas rurales o de las áreas de reserva 
ecológica ni de las próximas generaciones.

El último fundamento que enuncia la Carta 
es el disfrute democrático y equitativo de la ciu-
dad, que pretende fortalecer la convivencia y el 
acceso equitativo a los espacios públicos como 
plazas, centros comunitarios, áreas verdes, etc. 
El objetivo primordial es mantener una vida re-
creativa y lúdica en la ciudad.

Este cruce de los fundamentos estratégicos 
de la Carta con las aspiraciones de la ciudadanía 
genera una serie de lineamientos y recomenda-
ciones que deben seguir las entidades públicas 
y también plantea acciones que corresponden a 
sus habitantes, lo que evidencia la complejidad 
en la planeación, gestión y administración de la 
ciudad.

Implicaciones y retos de la Carta
de la Ciudad de México
en las políticas públicas
Para impulsar la Carta en la capital se identi-
fican retos en tres grandes dimensiones: 1) en  
la construcción de una cultura del derecho a la 
ciudad, 2) en la modificación del marco legal y 
3) en la promoción de una Constitución propia 
que integre y fundamente este nuevo derecho, 
todo ello dentro del ámbito de los debates so-
bre la reforma política del Distrito Federal.

La generación de una cultura de respeto, 
promoción y exigibilidad del derecho a la ciu-
dad involucra la toma de conciencia, la com-
prensión y el uso de los principios, conceptos 
y fundamentos estratégicos de la Carta de la 
Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad 
por parte de las y los servidores públicos dentro 
de las acciones de gobierno y en el desarrollo de 
políticas públicas; y que la ciudadanía se apro-
pie y exija a las autoridades el cumplimiento de 
dicho derecho.

En este sentido, se han realizado diversos 
esfuerzos para promover su conocimiento a 
través de procesos de capacitación para las y 
los habitantes de las colonias, campañas de 
difusión en las principales líneas del Sistema 
de Transporte Colectivo Metro, y en colabora-
ción con el canal de televisión Capital 21 se 
ha iniciado un proceso para la transmisión de 
cápsulas informativas y de mesas de diálogo 
vinculadas con el tema.

Otra de las estrategias que sin duda fortale-
ce este proceso de conocimiento y apropiación 
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de la Carta es la reciente capacitación en el 
tema de las y los representantes de los 40 
distritos electorales, gracias a la firma de un 
convenio de colaboración entre el Instituto 
Electoral del Distrito Federal y la Secretaría 
de Gobierno del Distrito Federal (sgdf). A 
partir de esta acción se prevé la formación de 
los comités ciudadanos y consejos de los pue-
blos en el derecho a la ciudad.

En relación con la incorporación de este 
nuevo derecho en las políticas públicas, cabe 
destacar que en el Programa General de De-
sarrollo del Distrito Federal 2013-2018 –prin-
cipal instrumento rector de la política del 
gobierno local– se reivindica ya este derecho 
con el fin de garantizar la calidad de vida de 
las personas mediante la movilidad y el acce-
so a la vivienda digna, a entornos ambientales 
sanos, y a los beneficios de la urbanización y 
las actividades productivas. Aunado a ello, en 

el Eje 4 de Habitabilidad y servicios, espacio 
público e infraestructura de dicho programa 
se precisa como otro de sus objetivos el esta-
blecimiento de un sistema coordinado de ges-
tión del espacio público que integre a todas 
las dependencias y entidades de la adminis-
tración central, a las delegaciones políticas, 
a las instituciones académicas y culturales, 
así como a los organismos de la sociedad ci-
vil, para potenciar los esfuerzos a partir de la 
perspectiva del derecho a la ciudad.

Otras acciones que han ayudado a consolidar 
el derecho en comento dentro de las políticas 
públicas son las siguientes:

1.	El Diagnóstico y Programa de Derechos 
Humanos del Distrito Federal, que fue-
ron procesos participativos en los que 
instituciones de gobierno y sociedad 
civil, a través del diálogo y el consenso, 

Fotografía: Alejandro Cuevas /cdhdf.

El cruce de fundamentos estratégicos de la  
Carta con las aspiraciones de la ciudadanía  
genera una serie de lineamientos y 
recomendaciones que deben seguir las  
entidades públicas y también plantea acciones  
que corresponden a sus habitantes.
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identificaron la situación de los derechos 
humanos y las acciones necesarias para 
avanzar en su ejercicio y garantía. 

2.	 El presupuesto con enfoque de derechos 
humanos y género, el cual ha logrado que 
se plasmen los derechos en los programas 
y las actividades del gobierno local.

3.	El Programa de Mejoramiento Barrial, en 
el que las y los habitantes participan y ejer-
cen una influencia directa en torno a la 
recuperación de los espacios públicos de 
sus comunidades, con la finalidad de me-
jorar las condiciones de vida en las zonas 
donde existe un mayor rezago social. En 
2010 la ciudadanía aplicó directamente 
95 millones de pesos para mejorar centros 
deportivos o comunitarios, iluminación, 
drenaje e imagen urbana, además de otras 
necesidades que identificaron en sus co-
munidades.2

4.	Las reformas a la Ley de Participación 
Ciudadana local, las cuales ampliaron las 
formas de participación de sus habitantes, 
por lo que en cada colonia o pueblo exis-
ten comités ciudadanos o consejos de los 

pueblos que tienen la posibilidad de co-
nocer y opinar respecto de los planes, pro-
gramas, proyectos y acciones en materia 
de desarrollo social, seguridad ciudadana 
y prevención del delito, desarrollo eco-
nómico y empleo, servicios urbanos, así 
como sobre igualdad y no discriminación 
por razones de género.

5.	La aplicación del presupuesto participati-
vo, en el que sus habitantes pueden de-
cidir las obras y acciones prioritarias que 
desean se realicen en sus colonias, por lo 
que las autoridades delegacionales deben 
ejecutar los proyectos o acciones seleccio-
nados, respetando en todo momento las 
determinaciones de la ciudadanía.

6.	La Ley de Planeación del Desarrollo y la 
Ley de Desarrollo Urbano del Distrito 
Federal, legislaciones que consideran las 
formas de participación directa de sus ha-
bitantes.

El segundo reto es la modificación del conjunto 
de disposiciones normativas, el cual busca ga-
rantizar un marco jurídico que permita avanzar 

Fotografía: Sonia Blanquel/cdhdf.
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NOTAS
1	 El Comité Promotor se integró por el Movimiento Urbano 

Popular de la Convención Nacional Democrática, la 
Coalición Internacional para el Hábitat América Latina, 
la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(cdhdf) y el Gobierno del Distrito Federal (gdf).

2	 Aviso por el cual se da a conocer el resultado de los 
proyectos seleccionados del Programa Comunitario de 
Mejoramiento Barrial 2010, publicado en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal el 7 de junio de 2010, disponible en 
<http://bit.ly/1obbmk3>, página consultada el 17 de 
septiembre de 2014.

en la implementación de los fundamentos es-
tratégicos de la Carta en las políticas públicas. 
En este sentido, la sgdf y las organizaciones 
sociales han realizado una serie de propuestas 
de reforma a diversas leyes como son: la Ley de 
Vivienda, la Ley de Desarrollo Urbano y la Ley 
de Planeación, todas ellas del Distrito Federal, 
con el objetivo de incluir en el quehacer de 
la administración pública los principios y las 
garantías en materia de producción social del 
hábitat y la vivienda y el derecho a la ciudad. 

Este conjunto de reformas legislativas propo-
nen brindar un marco de referencia a las accio-
nes de la administración pública, con el fin de 
que sean congruentes con los principios de la 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho a 
la Ciudad. Además, plantean establecer la obli-
gación del gobierno de vigilar que se incluyan 
los principios de derechos humanos y del dere-
cho a la ciudad en la elaboración de los diversos 
programas de planeación; y contemplan el dise-
ño de mecanismos de democracia directa para 
la conformación de planes de gobierno.

El tercer reto es que la capital del país cuen-
te, como el resto de las entidades de la federa-
ción, con una Constitución propia, ya que a pe-
sar de que la ciudad de México se ha consolida-
do a partir de un largo proceso de construcción 
colectiva de leyes e instituciones que amplían 
los derechos y libertades de las personas, aún se 
encuentra pendiente el reconocimiento de los 
derechos de la ciudad, como espacio colectivo, 
frente a los poderes federales.

Por ello, es necesario que en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos 
se modifique el estatuto y nombre del Distrito 
Federal –ya que esta connotación obedece a 

una subordinación jerárquica y jurisdiccional 
federal– por lo que se pretende que únicamen-
te se utilice la denominación ciudad de México. 
Además, como parte de las reformas al estatuto 
local es imprescindible que se considere que 
nuestra metrópoli tenga su propia Constitución, 
para que en lo concerniente a su régimen in-
terior, se ejerza el gobierno sin la intervención 
de los poderes federales y establecer los poderes 
Ejecutivo, Judicial y Legislativo local con plenas 
facultades; por ejemplo, éste último tendría –al 
igual que el resto de las entidades federativas– 
la facultad de iniciar leyes, decretos y reformas 
constitucionales.

Es en este marco que se ha iniciado un proce-
so de reflexión y diálogo con las organizaciones 
de la sociedad civil para que los derechos de las 
personas, los derechos colectivos y el derecho a 
la ciudad sean incorporados en la base dogmá-
tica de nuestra Constitución. En tal  sentido, se 
instaló un consejo ciudadano para la reforma 
política de la capital que tendrá la tarea de im-
pulsar desde abajo este proceso de refundación 
democrática del territorio, teniendo como base 
la Carta de la Ciudad de México por el Derecho 
a la Ciudad. 

Como parte de las 
reformas al estatuto local 
es imprescindible que se 
considere que nuestra 
metrópoli tenga su propia 
Constitución.
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Actualmente las urbes son los sitios 
en los que se congregan los mayo-
res porcentajes de población a nivel  
 mundial2 y es en ellas donde los 

derechos humanos se violentan con mayor fre-
cuencia debido, entre otras cosas, a que se han 
perfilado con base en una lógica mercantilis-
ta y de consumo,3 lo que ha provocado cierta 
polarización entre habitantes, autoridades, in-
tereses, etc., y la confronta de la visión de ciu-
dad en cuanto hábitat-espacio de desarrollo, de 
vida humana y espacio digno.

Las contradicciones y complejidades aso-
ciadas con esta idea de ciudad conducen a la 
necesidad de reconstruirla desde y para las per-
sonas, de modo que se convierta en “el usu-
fructo4 equitativo5 de las ciudades dentro de 
los principios de sustentabilidad, democracia, 
equidad y justicia social” –tal como lo estable-
ce la Carta Mundial por el Derecho a la Ciu-
dad–,6 con la finalidad de dignificar la estancia 
y el desarrollo de la vida de sus habitantes.

No obstante, el derecho a la ciudad tiene 
que ser especificado como derecho humano, lo 
cual es posible a través de reflexionar cómo es 
que las pretensiones o demandas pueden con-
vertirse en nuevos derechos humanos, a partir 
de su contexto histórico y social,7 como dere-
chos históricos y morales.

Al respecto, en los últimos años se han obser-
vado diversas exigencias ciudadanas relacionadas 
con el acceso, uso y usufructo de la ciudad, que 
pueden perfilarse como un derecho humano 
en las quejas presentadas e investigadas en la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal (cdhdf). Por el hecho de que se trata 
de un derecho humano emergente,8 es impor-
tante resaltar que en general las personas no se 
acercan a la cdhdf a exigir en forma explícita 
la protección del derecho a la ciudad, pero la 
refieren como un espacio de acceso colectivo. 
Sus relatos conllevan exigencias éticas en las 
que se articulan las necesidades humanas en 
forma de un nosotros urbano,9 esto permite 

El derecho a la ciudad 
como un derecho humano

emergente desde las
peticiones ciudadanas1

Claudia Paola Ávila Navarro* y Cecilia Santiago Loredo**

El derecho humano a la ciudad se ha planteado como 
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El derecho a la ciudad tiene que 
especificarse como derecho humano,
lo cual es posible a través de reflexionar 
cómo es que las pretensiones o 
demandas, a partir de su contexto 
histórico y social, pueden convertirse 
en nuevos derechos.

Fotografía: Antonio Vázquez /cdhdf.
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analizar y comprender el surgimiento histórico 
social del derecho a la ciudad y su construc-
ción como derecho humano.

Por lo anterior, se considera que a partir de 
los elementos que las personas aportan en sus 
quejas es posible retroalimentar y justificar la 
conformación del derecho a la ciudad como 
derecho humano.

La construcción de los derechos humanos 
Los conceptos de derechos humanos y de ciu-
dad refieren un ámbito estructural que puede 
observarse a través de las prácticas discursivas 
realizadas en las quejas interpuestas ante la 
cdhdf. Éstas muestran cómo las personas que 
habitan y transitan en el Distrito Federal –y 
que consideran violados sus derechos huma-
nos– plantean presuntas violaciones con base 
en elementos constitutivos del derecho a la 
ciudad desde la dimensión individual (la per-
sona peticionaria) con el todo (la ciudad), lo 
que determina la especificidad del derecho a la 
ciudad como derecho humano, y hasta su di-
mensión estructural, que establece aspectos de 
imputación universal para cualquier persona.

Esta articulación permite observar cómo las 
personas conciben la ciudad en relación con 
los derechos humanos y, específicamente, la 
manera en que se va construyendo una noción 
de la ciudad como un derecho; pero también 
exige visualizar la posibilidad de pensar nuevos 
derechos humanos y de estar abiertos a percibir 
y atender las demandas de las y los ciudadanos 
en términos del discurso de derechos.

La postura antes mencionada requiere 
confrontar dos teorías que intentan explicar 
el significado de los derechos humanos: el ius-
naturalismo y el iuspositivismo,10 ya que nin-
guno de estos dos posicionamientos teóricos 
permite entender la emergencia de un derecho 
humano como el derecho a la ciudad, consi-
derando que este derecho no lo encontramos 
positivizado,11  sino que comienza a adentrarse 
en el campo jurídico a partir de una carta de 
derechos de la ciudad sin fuerza coactiva; sin 
embargo, con todas las complejidades de ha-
cerlo justiciable a partir de ese documento, 
consideramos que el derecho a la ciudad se 
plantea como emergente, esto es, adquiere de 
forma progresiva su justiciabilidad.

Fotografía: Sonia Blanquel/cdhdf.
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A través de la fundamentación ética o mo-
ral de los derechos humanos –la cual realiza 
planteamientos que superan los efectuados por 
las teorías tradicionales– se advierte que estos 
derechos tienen un origen moral, aún cuan-
do no estén reconocidos por el ordenamiento 
jurídico; aunque resulte fundamental que se 
encuentren contenidos en la norma jurídica,12  
no obstante son exigencias derivadas de la idea 
de la dignidad humana.13 

Así, se observa que la fundamentación mo-
ral de los derechos humanos los dota de un 
contenido sustantivo, de modo que coloca a es-
tos derechos como exigencias éticas fundamen-
tales14 que están vinculadas estrechamente al 
concepto de vida digna.15

Dicha concepción teórica supera la añeja 
discusión del iusnaturaismo y el iuspositivismo, 
y deja en claro que los derechos humanos exis-
ten a partir de las necesidades y exigencias de 
las personas, antes del reconocimiento jurídico 
de éstas, y aun cuando la norma jurídica no las 
contenga. Mediante esta superación se entien-
de que las peticiones16 son un exhorto para que 
se reconozcan aspiraciones de justicia,17 moti-
vadas por la búsqueda de satisfacer necesida-
des básicas; y se concibe como un derecho hu-
mano al pretender la correspondencia de una 
obligación estatal, esté o no reconocida en la 
formalidad del ordenamiento jurídico, y por el 
hecho de constituir aspiraciones con contenido 
moral que resultan en referentes de justicia.

La construcción del derecho humano
a la ciudad
El derecho a la ciudad18  –como derecho hu-
mano que puede estructurarse a partir del dis-
curso de las personas que acuden a presentar 
quejas ante la cdhdf– recupera las nociones de 
igualdad y libertad como propias de una urbe; 
elementos relevantes debido a que son compar-
tidos tanto por el discurso de derechos huma-
nos como por la naturaleza de la ciudad.19

Según Lefebvre,20 “el derecho a la ciudad 
no puede concebirse como un simple derecho 
de visita o retorno hacia las ciudades tradicio-
nales. Sólo puede formularse como [el] dere-
cho a la vida urbana, transformada, renovada”. 
Por lo tanto, debe pensarse en dos sentidos: 
como aquél que tienen quienes habitan y tran-

sitan en la ciudad de obtener recursos para el 
desarrollo y la concreción de una vida buena, y 
como la obligación que tiene el Estado de efec-
tuar las acciones necesarias que garanticen la 
continuidad equitativa del goce de tal derecho.

Creemos que las personas que acuden ante 
la cdhdf a presentar quejas en las que refieren 
elementos del derecho a la ciudad, lo hacen ex-
presando relaciones y necesidades particulares 
de la urbe en clave de exigencias éticas. Esto se 
explica porque aluden problemas que se gene- 
ran dentro de las relaciones específicas que sur-
gen dentro del contexto urbano y que poco a poco 
van definiendo su especificidad respecto de otros 
derechos. Es decir, que el reclamo ético no ne-
cesariamente puede circunscribirse a un derecho 
específico pero que, a pesar todo, por la forma de 
su exigencia y compatibilidad “general” con el 
lenguaje de los derechos, puede ir contribuyendo 
a desarrollar los elementos de lo que comienza a 
concebirse como el derecho a la ciudad.

El usufructo equitativo como aspiración
del derecho a la ciudad
En relación con esta materia, las quejas21 recibi-
das en la cdhdf plantean la exigencia de regular 
el espacio público,22 ya que versan sobre diferen-
tes problemáticas como la venta informal en 
vía pública, con la que comerciantes o personas 
vecinas afectadas por el crecimiento y ejercicio 
de esta actividad incontrolada piden la interven-
ción de las autoridades para definir las acciones 
y generar límites claros para el desarrollo de 
éstas. Otras de las quejas piden certeza jurídica 
para que las personas puedan realizar su traba-
jo en el lugar donde éste se ha llevado a cabo 
tradicionalmente, es el caso de las y los artesa-
nos indígenas que durante años han vendido 
sus productos en calles del Centro Histórico 
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Las personas que acuden ante la cdhdf 
a presentar quejas en las que refieren 
elementos del derecho a la ciudad, 
lo hacen expresando relaciones  
y necesidades particulaes de la urbe  
en clave de exigecias éticas.
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pero que, derivado de programas de reorde-
namiento, se someten a la “tolerancia” de las 
autoridades, las que en el mejor de los casos 
permiten de forma discrecional y limitada el 
uso del espacio público. Asimismo, las y los 
comerciantes formalmente establecidos pug-
nan por el retiro del comercio en vía públi-
ca, argumentando desde competencia desleal 
hasta la contaminación visual. Algunas tra- 
tan sobre grupos que rivalizan por territorios 
al amparo de líderes que mantienen relacio-
nes directas o indirectas con los poderes del  
Estado. También es tema recurrente la mo-
vilidad de las personas a través de transportes 
tradicionales así como alternativos, así como 
la noción de privatización del espacio público, 
principalmente de proyectos o políticas públi-
cas que detentan la figura de concesión y que 
atañe a parques, deportivos, bajo puentes, ca-
lles secundarias, vías rápidas, entre otros.

En función del usufructo equitativo debería 
protegerse el espacio público, ya que el derecho 

Fotografía: Antonio Vázquez/cdhdf.

a la ciudad considera que éste es un valor en sí 
mismo. Por ende, aunque se salvaguarden otros 
derechos, el espacio público no debe privati-
zarse ya que de este bien colectivo depende el 
acceso a una vida urbana digna. 

En este sentido, el derecho a la ciudad se 
concibe como el derecho humano a partir de 
cuya exigencia se establece una lógica de frater-
nización común y como base de un nuevo jura-
mento,23 ya no fundamentado en la defensa de 
los intereses de la propiedad privada sino en la 
construcción de un nosotros urbano24 incluyen-
te, pero sobre todo conciliador y mediador de in-
tereses en pugna sobre el espacio público, como 
un principio de convivencia e instrumento de 
reequilibrio frente a las desventajas generadas 
principalmente por el poder económico.

Así, cuando se recurre a los derechos hu-
manos para resolver el conflicto se genera la 
posibilidad de una socialización; esto es, de una 
unidad que con toda su complejidad ayude a 
articular las exigencias éticas de la ciudad como 
un nosotros urbano.25 Estas luchas realizadas 
en forma cotidiana por las personas alimentan 
las posibilidades del surgimiento del derecho 
a la ciudad ya que, a pesar de su contradicción 
material, en muchos casos permite ser el es-
pacio donde se pueden articular las demandas 
contradictorias, y forzar caso por caso a una de-
finición normativa sobre el criterio que deberá 
prevalecer como un nosotros urbano.26

Sin una alusión directa al usufructo equita-
tivo del espacio público –que es un elemento 
propio del derecho a la ciudad–, existe una li-
mitación por parte de quienes ejercen el poder 
en el Distrito Federal y para quienes dirimen 
controversias –incluida la cdhdf– en la inten-
ción de resolver las disputas y los problemas 
de las personas. Es decir, conforme al estado 
actual de los derechos humanos será necesario 
contar con elementos que ayuden a ponderar 
aquellos derechos en disputa para que no se 
centren sólo en la concepción aislada de éstos, 
sino que consideren los contextos específicos 
de los hechos en el espacio público. En ese 
sentido, será pertinente cambiar la pregun-
ta ¿quién tiene más derecho a usufructuar la 
ciudad en función de un derecho?, por la de 
¿cómo logramos un usufructo equitativo de la 
ciudad?

El derecho a la ciudad puede ser una 
alternativa que garantice,  
ante la incertidumbre y el  

conflicto, el usufructo equitativo  
de la ciudad y el desarrollo de 

una vida urbana digna.
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Conclusión 
Será imposible afrontar los problemas territo-
riales, económicos y sociales de la ciudad, así 
como contener la ampliación de la frontera 
urbana sobre los suelos forestales y agrícolas 
o la degradación de la calidad de vida de los 
habitantes, sin cuestionar la implementación 
de políticas públicas transversales construidas 

sobre andamiajes en los que los criterios no son 
exclusivamente mercantilistas y en decisiones 
que no reflejen el trabajo colectivo de las ins-
tituciones, organizaciones y ciudadanos. El de-
recho a la ciudad puede ser una alternativa que 
garantice, ante la incertidumbre y el conflicto, 
el usufructo equitativo de la ciudad y el desa-
rrollo de una vida urbana digna.  

NOTAS
1	 Este texto está basado en la tesis La construcción del derecho 

a la ciudad desde la vivencia institucionalizante, que para ob-
tener el grado de maestra presentó Claudia Paola Ávila Na-
varro en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(Flacso), sede México, 2014.

2	 “América Latina y el Caribe es la región más urbanizada del 
mundo, aunque también es una de las menos pobladas en 
relación a su territorio. Casi 80% de su población vive ac-
tualmente en ciudades, una proporción superior incluso a  
la del grupo de países más desarrollados.” Véase Organiza-
ción de las Naciones Unidas-Hábitat, Estado de las ciudades 
de América Latina y el Caribe 2012. Rumbo a una nueva 
transición urbana, Brasil, onu-Hábitat, 2012, p. 17, dispo-
nible en <http://bit.ly/1pxfVAs>, página consultada el 13 de 
octubre de 2014.

3	 Véase Víctor Manuel Delgadillo Polanco, “El derecho a la 
ciudad en la ciudad de México. ¿Una retórica progresista 
para una gestión urbana neoliberal?”, en Andamios. Revista 
de investigación social, vol. 9, núm. 18, México, Universidad 
Autónoma de la Ciudad de México, enero-abril de 2012,  
pp. 117-139, disponible en <http://bit.ly/1tIx1T6>, página 
consultada el 13 de octubre de 2014.

4	 El usufructo puede entenderse como “el derecho por el que 
una persona puede usar los bienes de otra persona y disfru-
tar de sus beneficios, con la obligación de conservarlos y cui-
darlos como si fueran propios”. Véase el Diccionario Manual 
de la Lengua Española de Larousse, disponible en <http://bit.
ly/1t8yGjT>, página consultada el 15 de octubre de 2014.

5	 Gabriela de la Peña considera que es posible entender por 
vida urbana la transformación, movilidad y diversidad de 
la vida en la ciudad; y por usufructo de la ciudad, el dere-
cho a disfrutar de ésta con la obligación de conservarla. Al 
respecto véase Gabriela de la Peña, “Simmel y la Escuela de 
Chicago en torno a los espacios públicos en la ciudad”, en 
Sincronía, año 8, núm. 28, México, Universidad de Guada-
lajara, septiembre-diciembre de 2003, disponible en <http://
bit.ly/1Fx5JC7>, página consultada el 7 de octubre de 2013.

6	 Este instrumento, en su estado actual, facilita que las auto-
ridades accedan a un conjunto de criterios y orientaciones 
que contribuyen a tomar mejores decisiones para satisfacer 
los intereses y necesidades de las personas que habitan y 
transitan por el Distrito Federal. Véase hic-al, “El derecho 
a la ciudad y la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad”, 
disponible en <http://bit.ly/1wi8fXA>, página consultada el 
13 de octubre de 2014.

7	 Cabe mencionar que, desde una perspectiva histórica, la 
propia evolución de los derechos humanos da cuenta de 
su naturaleza y, con ello, del avance y la transformación  
de contenidos, así como de la participación e influencia de 
diversos actores en ello. Esto permite identificar, por un lado, 
la transformación de contenidos a la que hacemos referencia 
y, por el otro, que la contraposición de grupos e intereses en 
pugna continúa por hacer prevalecer los propios.

8	 En la Declaración de los Derechos Humanos Emergen-
tes se sostiene que a partir de que la Asamblea General 
de las Naciones Unidas proclamó solemnemente la De-
claración Universal de los Derechos Humanos –el 10  
de diciembre de 1948– se han producido cambios políticos, 
sociales, ideológicos, culturales, económicos, tecnológicos 
y científicos que han incidido profundamente en el saber 
de los derechos humanos, en los mecanismos para su ga-
rantía y en la fuerza e impacto de las voces y movimientos 
que desde la sociedad civil global demandan su respeto. 
Los derechos humanos emergentes son reivindicaciones 
legítimas de la sociedad civil dirigidas a la formulación 
de nuevos o renovados derechos humanos. Véase la De-
claración de los Derechos Humanos Emergentes, dis-
ponible en <http://bit.ly/1tIG1Yc>, página consultada el  
13 de octubre de 2014.

9	 Véase Alejandra Leal Martínez, “El neoliberalismo, la co-
lectividad y el derecho a la ciudad”, en Dfensor, año xi,  
núm. 3, México, cdhdf, marzo de 2013, pp. 13-16, disponi-
ble en <http://bit.ly/1sL5WLe>, página consultada el 13 de 
octubre de 2014.

10	Desde una concepción iusnaturalista, los derechos humanos 
se entienden como previos al Estado y derivados del derecho 
natural y, en ese sentido, como propiedades inherentes a la 
naturaleza humana, por lo que cada persona los posee por 
el hecho de serlo. Por otra parte, ubicar a los derechos hu- 
manos como derechos positivos implica asumir que existen 
sólo a partir de su positivización en el ordenamiento jurí-
dico y son sólo por el reconocimiento que el Estado hace de 
ellos. Así, en contraposición a lo expuesto por el iusnatura-
lismo, los derechos humanos son atribuidos a las personas a 
través de las normas que los contemplan y no son derechos 
que las personas simplemente poseen. Desde esta perspecti-
va, la fuente de donde emanan los derechos humanos son las 
leyes y no la naturaleza humana.

11	Este término hace referencia a lo expresamente reconoci-
do en los ordenamientos jurídicos que hayan pasado por el  
correspondiente proceso legislativo.
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12	 Según Eusebio Fernández: “[l]a fundamentación ética o 
axiológica de los derechos humanos fundamentales parte 
de la tesis de que el origen y fundamento de estos derechos 
nunca puede ser jurídico, sino previo a lo jurídico. El De-
recho [positivo] no crea los derechos humanos. Su notable 
labor, sin la cual el concepto de derechos humanos no ten-
drá plena efectividad, está en reconocerlos, convertirlos en 
normas jurídicas y garantizarlos también jurídicamente”. 
Véase Eusebio Fernández, “El problema del fundamento 
de los derechos humanos”, en Anuario de Derechos Huma-
nos, núm. 1, Madrid, Universidad Complutense de Madrid, 
1981, p. 97, disponible en <http://bit.ly/1w3wnzJ>, página 
consultada el 13 de octubre de 2014. 

13	 Ibidem, p. 98.
14	 Para Alfonso Ruiz Miguel, los derechos humanos son 

exigencias éticas fundamentales especialmente impor-
tantes. Véase Alfonso Ruiz Miguel, “Los derechos hu-
manos como derechos morales”, en Anuario de Derechos 
Humanos, núm. 6, Madrid, Universidad Complutense de  
Madrid, 1990, p. 154, disponible en <http://bit.ly/ZTQLpb>,  
página consultada el 13 de octubre de 2014. 

15	 Entenderemos como vida urbana digna a la posibilidad de 
desarrollar todos los ámbitos de la vida humana (social, 
económica, cultural, emocional, espiritual) de manera ar-
mónica y con una búsqueda de libertad de restricciones, en 
el espacio de la ciudad que de manera inherente está ligada 
a las condiciones ambientales del entorno y a los servicios 
ambientales que las personas necesitan para reproducirse 
socialmente.

16	 Según Karina Ansolabehere el proceso de vivencia no centra 
su atención en las instituciones, sino en los sujetos indivi-
duales y colectivos, atiende la manera en que éstos utilizan a 
las instituciones y el discurso de derechos, cómo las interio-
rizan, las usan, se aproximan a ellas, para qué las emplean e 
incluso cómo conforman identidades a partir de las mismas. 
Se entiende como un proceso de abajo hacia arriba, cons-
truido por los sujetos que reclaman y demandan protección 
de derechos. Véase Karina Ansolabehere, Guía de estudio de 
la Materia Sociología de los Derechos Humanos, México, 
Flacso México, 2012.

17	 Enrique Dussel reflexiona sobre la importancia de re-
conocer que las personas en función de la apreciación 
de una falta pueden reivindicar la existencia de dere-
chos que, como en el caso del derecho a la ciudad, irán 
encontrando una articulación en la realidad. Véase  
Enrique Dussel, “Derechos vigentes, nuevos derechos y 
derechos humanos”, en Revista Crítica Jurídica, núm. 29, 
enero-junio de 2010, pp. 229-235, disponible en <http://bit.
ly/1wmjo8Q>, página consultada el 10 de octubre de 2014. 

18	 Cuando nos referimos al derecho a la ciudad como derecho 
humano, estamos frente al derecho a partir del cual se ga-
rantiza el usufructo equitativo de la ciudad, y el desarrollo  
de la vida urbana digna, en términos de igualdad y de equi-
dad, para lograr un tipo específico de libertad en el ámbito 
urbano; en donde se articularon demandas contradictorias 
en torno al espacio público, mostrando que el nosotros ur-
bano es un espacio de conflicto, encuentro y conciliaciones, 

gracias al cual se da la posibilidad normativa de fijar crite-
rios sobre resolución de pugnas y prevalencia de contenidos 
para el nosotros urbano.

19	 Para Weber, la ciudad se constituía en un espacio de libertad 
al representar la posibilidad de fraternizar, desde la indivi-
dualidad del ciudadano burgués, en una comunión con los 
otros, a partir del juramento, en una paridad de derechos y en 
solidaridad frente al exterior. Esa posibilidad de comunión 
y de definición frente a los otros-externos surge a partir de 
la supresión de las restricciones mágico-religiosas que, por 
otro lado, sí se daban en las ciudades de oriente permitien-
do la organización de personas ahora definidas como grupo  
de iguales y que consistía principalmente en la unión de pro-
pietarios de tierras en defensa de sus intereses. Un segundo 
elemento de definición de la ciudad es el de la fraternización 
comunitaria fundada en el Juramento de Occidente, que la 
identifica como el espacio que facilita y propicia la convi-
vencia conjunta. Véase Max Weber, La ciudad, España, La 
piqueta, 1987.

20	 Henri Lefebvre, El derecho a la ciudad, Barcelona, Penínsu-
la, 1969, p. 138.

21	 Se efectuó un análisis del discurso contenido en las quejas 
presentadas ante la cdhdf entre 2011 y 2013, radicadas en la 
Tercera Visitaduría General como quejas colectivas. El aná-
lisis versa sobre 2 528 quejas que en términos de la normati- 
vidad que protege datos personales en el Distrito Federal,  
se vincularon con expedientes concluidos y no en trámite.

22	 Patricia Rodríguez define el espacio público como el lugar 
de la ciudad de propiedad y dominio de la administración 
pública, cuyo cuidado y garantía de uso y disfrute universal 
(usufructo equitativo de las personas) es responsabilidad 
del Estado. Véase Patricia Rodríguez Alomá, “El espacio 
público, ese protagonista de la ciudad”, en Plataforma Ur-
bana, 14 de noviembre de 2013, disponible en <http://bit.
ly/1Dx2SHl>, página consultada el 7 de octubre de 2014.

23	 Max Weber, op. cit., p. 44.
24	 Alejandra Leal Martínez, op. cit.
25	 El nosotros urbano es el espacio de lucha entre los actores, 

el cual incluye aspectos comunes que logran ser articulados 
como lugares de diferenciación entre las personas. 

26	 Desde esa perspectiva podríamos encontrar como sub-
derechos del derecho a la ciudad: derecho a la subsis-
tencia económica mediante el uso del espacio público 
regulado; derecho a centrar la movilidad en las posibi-
lidades de cualquier persona; derecho a la preservación, 
modificación o construcción del espacio público de ma-
nera colectiva; derecho a un transporte de calidad que 
garantice el traslado en condiciones mínimas de preser-
var la individualidad y, de manera equilibrada, garan-
tice la plenitud colectiva; derecho a conciliar la libertad 
de inversión inmobiliaria y la garantía de la suficiencia de 
infraestructura urbana; derecho a la preservación cultural 
del entorno en tanto significación de la vida colectiva; de-
recho al diseño de sistemas de vialidad que preserven el 
tejido social y garanticen la cercanía entre sus habitantes; y 
derecho a la complementación salarial mediante el sumi-
nistro de servicios públicos accesibles y de calidad.
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Este texto presenta una aproximación al postulado del 
derecho a la ciudad en Ecuador, el único país  en América 
Latina que de forma explícita lo incluye en su Constitución 
Política. La autora inicia su análisis revisando el proceso 
de inclusión de este derecho en el marco de un supuesto 
cambio paradigmático de desarrollo, y luego plantea que 
el instrumento legal por sí mismo no ha bastado para 
su implementación, y menos cuando existe un proyecto 
político gubernamental que no necesariamente se relaciona 
con la lógica integral y colectiva del derecho a la ciudad.

El derecho a la ciudad: su inclusión
como artículo constitucional
En 2008 se aprueba la Nueva Constitución Polí-
tica del Estado del Ecuador en la que se incluye 
el artículo 31 que indica:

Las personas tienen derecho al disfrute pleno de 

la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los prin-

cipios de sustentabilidad, justicia social, respeto a 

las diferentes culturas urbanas y equilibrio entre 

lo urbano y lo rural. El ejercicio del derecho a la 

ciudad se basa en la gestión democrática de ésta, 

en la función social y ambiental de la propiedad 

y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la ciu-

dadanía.1 

Entonces, la inclusión de este artículo emana 
de la construcción de un nuevo marco legal, la 
Nueva Constitución Política del Estado, a partir 
de la cual –por lo menos en teoría– se genera 
una ruptura ideológica y epistemológica que 
crea un nuevo modelo de desarrollo del Sumak 
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Kawsay o buen vivir,2 paradigma que según el 
discurso oficial sería opuesto al modelo mercan-
tilista y capitalista. 

Este novedoso modelo de desarrollo se presen-
ta a partir del Plan Nacional del Buen Vivir, cuya 
vigencia se divide en dos periodos: el primero de 
2009 a 2013 y el segundo de 2013 a 2017. El Plan 
tiene como marco la denominada Revolución 
Ciudadana, proyecto político que se inició en 
2007 con el objetivo de “lograr la refundación del 
Estado ecuatoriano y consolidar el proyecto social 
que busca construir el socialismo del buen vivir”.3

Cabe señalar que en el segundo periodo de 
vigencia de dicho Plan se incluyeron tres nuevas 
revoluciones: la urbana, la cultural y la del cono-
cimiento.4 La revolución urbana –que es la que 
nos interesa en este caso por su vínculo con el 
artículo constitucional del derecho a la ciudad– 
tiene como objetivo

la articulación de la política habitacional a la 

política urbana [para] desarrollar estrategias que 

se relacionen con el ordenamiento territorial, la 

sostenibilidad ambiental, la gestión de riesgos, 

la gestión democrática de las ciudades, la convi-

vencia y seguridad ciudadana, el acceso a espacio 

público, entre otros aspectos fundamentales para 

el efectivo goce del derecho a la ciudad.5

Pero ¿mediante qué proceso se incluyó tal de 
recho en la nueva constitución política del Es-
tado? Para responder esta pregunta es necesario 
destacar la importancia de conocer dicho pro- 
ceso, pues es su historia la que nos provee de ele-
mentos para entender qué sucede hoy sobre el 
derecho a la ciudad en el contexto ecuatoriano.

A diferencia del proceso de construcción del 
estatuto del derecho a la ciudad en Brasil, que 
fue “una conquista social que se fraguó a lo lar-
go de décadas”,6 y un producto de un proceso 
de larga data y promovido por los movimientos 
sociales,7 en el caso del Ecuador no fue así. 

En entrevista con Fernando Carrión,8 acadé-
mico del Departamento de Estudios Políticos de 
Flacso Ecuador, éste señala que el proceso de in-
corporación del derecho a la ciudad como ar- 
tículo constitucional no tuvo un anclaje en la so- 
ciedad ecuatoriana que hubiera planteado la 
concepción de hacer ciudad, tampoco surgió de 
las municipalidades –lo cual hubiera sido alta-

mente probable en el caso de las experiencias de 
las ciudades de Quito o Cuenca– y menos des- 
de el partido político Alianza País.9 

Para Carrión, el origen del derecho a la ciudad 
como artículo constitucional pudo haberse dado 
desde la Asamblea Constituyente, en probable 
coordinación con la cooperación de la Unión 
Europea y el Lincoln Institute.10

En el artículo “Ecuador: logros constitucio-
nales de la movilización ciudadana” se afirma 
que el proceso de construcción de la nueva 
constitución política del Ecuador se llevó a 
cabo con la presencia de movimientos sociales 
de distintos sectores que promovieron la articu-
lación en torno al tema del derecho a la ciudad 
a través del Foro Urbano de Quito, labor que se 
consolidó en las jornadas de discusión para la 
nueva Carta Magna ecuatoriana.11

Particularmente debe resaltarse la realiza-
ción de dicho foro, que fue un espacio organi-
zado por el Colegio de Arquitectos en el que las 
y los expertos hablaron sobre la ciudad, y cuyo 
contenido temático después pasó por un proce-
so de socialización que hoy ha sido replanteado 
para abrirse a la participación ciudadana y así 
constituirse como un recurso de actuación y le-
gitimación de los gobiernos central y local; esto 
por lo menos en el caso de Quito, ya que todo 
este proceso se desconoce en el resto del país.12

Este foro ha sido, seguramente, el espacio en 
el que se planteó y legitimó la inclusión de un 
artículo específico sobre el derecho a la ciudad, 
sin que ello implique que esta propuesta haya 
surgido del movimiento social urbano o haya te-
nido un proceso histórico similar al que se pro-
dujo en Brasil.

Hago la anterior afirmación principalmente 
porque es importante recordar que el movimien-
to social en el Ecuador ha sido históricamente 
indígena y no urbano, lo que no permitió generar 
la consolidación de una propuesta en la que se 
piense la ciudad desde la sociedad civil y desde la 
organización social.13

No es suficiente: el derecho a la ciudad
como un artículo constitucional
Maricato nos dice: “el texto legal, a pesar de ser 
fundamental, no es suficiente para resolver pro-
blemas estructurales de una sociedad histórica-
mente desigual, en la que los derechos, como el 
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derecho a la ciudad o a la vivienda legal, no son 
garantizados para la mayoría de la población”.14

Si bien se debe reconocer la importancia de 
contar con un artículo que nombre el derecho 
a la ciudad, esto no es suficiente, y mucho me-
nos cuando la propuesta de su incorporación no 
surgió de la demanda de organizaciones sociales 
ni de un proceso profundo de reflexión sobre la 
cuestión urbana y la noción de ciudad. Esto nos 
permite reflexionar sobre el uso de categorías y 
conceptos que carecen de sentido y significado 
para la sociedad, lo que imposibilita que puedan 
ser utilizados como verdaderas herramientas de 
transformación profunda en términos ideológi-
cos y prácticos. 

Cuando se trata de un concepto como el 
derecho a la ciudad, el cual está íntimamente 
vinculado con la posibilidad de acción de quie-
nes habitan y construyen las ciudades, como in-
dica Harvey, este derecho “es mucho más que 
el acceso individual o colectivo a los recursos 
urbanos, es también un derecho de cambiar y 
reinventar, trasformar la ciudad de acuerdo con 
nuestros deseos. Es también el poder colectivo 
sobre el proceso de urbanización en su forma 
general, de participación en todos los procesos 
urbanos, inclusive en la planeación de nuestras 
ciudades.”15

Pablo Dávalos, de una manera crítica hacia 
el partido del gobierno en turno, dice que “Alian-
za País convirtió a la Asamblea en un dispositivo  
de poder”, en el que se absorbieron las deman- 
das de clases medias, de personas campesinas 
indígenas, pequeñas comerciantes, ecologistas, 
“para congelar las contradicciones sociales en la 
ilusión liberal de los derechos y garantías.”16

Esto implica una lógica de gobernar a partir 
de la concesión de derechos y garantías, lo que 
no significa que se hagan realidad. Esta es la re-
flexión que deseo articular con el proyecto polí- 
tico del gobierno actual, la revolución ciuda-
dana y, en el caso específico de las ciudades, la 
revolución urbana.

Modonesi hace una reflexión interesante a 
partir de una lectura gramsciana del concepto de 
revolución pasiva o revolución sin revolución, ha-
ciendo referencia a la 

transformación revolucionaria sin irrupción re-

volucionaria, sin revolución social. El quid del 

contenido revolucionario o restaurador de las re- 

voluciones pasivas remite sustancialmente a la 

combinación de dosis de renovación y de con-

servación, y da cuenta de la pendiente más es-

tructural de la fórmula y de la caracterización 

de los fenómenos históricos: los contenidos de 

clase de las políticas emprendidas por las clases 

dominantes.17

Desde esta premisa se resalta el uso de con-
ceptos como revolución, que no necesariamen-
te responde al proceso político y social al que 
hace referencia, principalmente porque son 
políticas emprendidas por las clases dominantes 
y no por las subalternas, y porque este análisis 
se hace sobre los gobiernos progresistas de La-
tinoamérica. 

Como indica Dávalos, el gobierno del Ecua-
dor “cuenta de un sistema político hipercentra-
lizado, en el cual el Poder Ejecutivo [tiene] la 
intención de inscribir en el interior de su institu-
cionalidad a toda la sociedad”.18

Para Carrión, este aspecto relacionado con 
el desarrollo urbano plantea la existencia de un 
predominio del gobierno central sobre los go-
biernos locales, lo que genera limitaciones para 
las gestiones urbanas autónomas a nivel local, y 
muestra también la hipercentralización política. 

Conclusiones
El derecho a la ciudad como tal, desde una 
lectura política y desde la perspectiva de la ac-
ción colectiva de organizaciones y movimien-

Aunque es importante contar 
con un artículo que nombre 
al derecho a la ciudad, esto no 
es suficiente, y mucho menos 
cuando la propuesta de su 
incorporación no surgió de la 
demanda de organizaciones 
sociales ni de un proceso 
profundo de reflexión sobre  
la cuestión urbana y la noción 
de ciudad.



28

Dfensor • OCTUBRE 2014

tos sociales, no forma parte del proyecto político 
del gobierno ecuatoriano en turno. Su proyecto 
se denomina Revolución Ciudadana, que tiene 
otra connotación, nombrada por Dávalos como: 
la hipercentralización política e institucional del 
Poder Ejecutivo. Es un proyecto político en el que 
se busca que la sociedad se sume pero no de for-
ma crítica, sino mediante la institucionalidad. En 
este proceso, el hecho de contemplar el contexto 
histórico a partir del cual se incluye al derecho a 
la ciudad en la nueva constitución política del Es-
tado permite entender su mayor debilidad, que es  
no provenir de la sociedad, lo que también lleva a 

reflexionar sobre la construcción de sujetos urba-
nos políticos y sus alcances reales en el contexto 
político ecuatoriano. 

El derecho a la ciudad por el momento es un 
concepto vacío y, aunque forma parte de algunos 
discursos políticos locales, aún tiene un carácter no-
minal y no práctico en términos de políticas públicas 
y de un sistema de participación real de la sociedad. 
Como indica Enrique Ortiz: para que el derecho a 
la ciudad sea una verdadera política pública debe 
existir voluntad política y creencia en la democracia 
participativa, así como en una sociedad que no sólo 
demande sino que también actúe.19 

Fotografía: cortesía Mariana Serrano Birhuett.
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NOTAS
1	 Véase Nueva Constitución Política de la República del 

Ecuador, publicada en el Registro Oficial del Ecuador el 
20 de octubre de 2008, última reforma publicada el 13 de 
julio de 2011, disponible en <http://bit.ly/1t2bEGG>, pá-
gina consultada el 3 de octubre de 2014.

2	 Vanessa Pinto Valencia, “El derecho a la ciudad en el 
Ecuador, de la Constitución a la ‘vida real’”, 2013, pp. 1-4, 
disponible en <http://bit.ly/1zAgMq2>, página consulta-
da el 4 de octubre de 2014.

3	 Marco Núñez, “La Revolución Ciudadana transformó al 
Ecuador en siete años”, en El ciudadano, Ecuador, 14 de 
enero de 2014, disponible en <http://bit.ly/1uEFNAc>, 
página consultada el 4 de octubre de 2014.

4	 Alianza País, “Ecuador incorpora al Plan del Buen Vivir tres 
revoluciones”, 9 de abril de 2013, disponible en <http://bit.
ly/1xkrqSp>, página consultada el 4 de octubre de 2014.

5	 Vanessa Pinto Valencia, op. cit., p. 3.
6	 Ermínia Maricato, “El Estatuto de la ciudad periférica”,   en 

El Estatuto de la Ciudad. Un comentario, Sao Paulo, Alian-
za de las Ciudades/Ministerio de las Ciudades de Brasil, 
2010, p. 5.

7	 Partido de los Trabajadores del Ecuador, movimientos de 
personas sin tierra, y diversos movimientos urbanos y popu-
lares. 

8	 Entrevista realizada por Mariana Serrano Birhuett y María 
José Rodríguez.

9	 Partido político de Rafael Correa, quien se encuentra go-
bernando Ecuador desde 2006.

10	Esto se supone porque durante la Asamblea Cons-
tituyente se tuvo asesoría de España, lo cual en su 
momento fue fuertemente cuestionado, tanto en 
términos administrativos (salarios) como al po-
der de influencia que ello habría tenido en la deci-
sión de incluir este derecho en la Constitución. Por 
otro lado, cabe destacar que el Lincoln Institute es un 
instituto norteamericano que trabaja rubros relaciona-
dos con el uso, la regulación y la tributación del suelo. 
Es en este contexto en el que Carrión hace su inferencia.

11Véase “Ecuador: logros constitucionales de la movili-
zación ciudadana”, en Memorias del seminario-taller.  
Hacia la implementación del derecho a la ciudad en Améri-
ca Latina: construyendo una agenda desde la sociedad civil, 
Quito, 28 a 30 de septiembre de 2009, Quito, Centro por 
el Derecho a la Vivienda y contra los Desalojos, 2009, pp. 
24 y 25.

12	Esto afirmó en entrevista la arquitecta María Susana Gri-
jalva.

13	Para Grijalva, el que la propuesta del derecho a la ciu-
dad no haya surgido del movimiento social urbano no 
significa que no hayan existido importantes colectivos y 
experiencias de organización social en Quito como los 
Forajidos, quienes en 2005 congregaron a ciudadanas 
y ciudadanos de diversos espacios para unirse y protes-
tar contra la corrupción de los tres poderes del Estado; 
o en 2013, los Yasunidos, movimiento urbano que surgió  
en la ciudad de Quito en apoyo al resguardo de territorios 
protegidos, entre otros, relacionados con la construcción 
y consolidación de barrios populares de Quito o, agrupa-
ciones y colectivos que han venido reivindicando temas 
urbanos importantes como las y los ciclistas, peatones, 
etcétera.

14	Ermínia Maricato, op. cit., p. 5.
15	Véase el pronunciamiento del Grupo de Investigación De-

recho a la Ciudad Flacso Ecuador, “Manifiesto”, disponible 
en <http://bit.ly/1zAhuUh>, página consultada el 4 de oc-
tubre de 2014.

16	Pablo Dávalos, Alianza País o la reinvención del poder.  Siete 
ensayos sobre el posneoliberalismo en el Ecuador, Quito, 
Desde Abajo, 2014, p. 252.

17	Massimo Modonesi, “Revoluciones pasivas en América 
Latina. Una aproximación gramsciana a la caracterización 
de los gobiernos progresistas de inicio de siglo”, en Massi-
mo Modonesi, Horizontes gramscianos. Estudios en torno 
al pensamiento de Antonio Gramsci, México, Facultad de 
Ciencias Políticas y Sociales-unam, 2013.

18	Lo que se vio con la rápida intervención del Miduvi (Mi-
nisterio de Vivienda) a las ocupaciones informales en 
Guayaquil. Con la intervención al centro histórico de Qui-
to a partir de una lógica de modernización, higienización 
y turismo global, donde buscaron expropiar casas del cen-
tro histórico para ocuparlas en embajadas, o intervenir al 
mercado de San Roque para desplazar un sector de éste y 
transformarlo de forma funcional en un mercado turístico 
y acorde a sus intenciones de modernización de la ciudad. 
Para profundizar en este tema, también véase Pablo Dáva-
los, op. cit., p. 254.

19	Enrique Ortiz, “Historia de la Carta de la Ciudad de 
México”, en Foro Internacional Avances y Desafíos del 
Derecho a la Ciudad en América Latina, México, Habitat 
International Coalition, 2014.
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D
esde hace casi 40 
años, integrantes 
de diversas organi-
zaciones de la so-
ciedad civil (osc) 

de la delegación Iztacalco1 em- 
pezamos a formular iniciativas 
ciudadanas para combatir el de- 
ficiente desarrollo social, eco-
nómico, cultural y ambiental 
de nuestra localidad. Esto no 
es extraño debido a que histó-
ricamente esta demarcación ha 
contado con un número impor-
tante de organizaciones civiles 
que siempre han tratado de es-
tar presentes en la vida pública 
y la toma de decisiones locales.2 

En 1997, con la elección 
del primer jefe del Gobier- 
no del Distrito Federal (gdf), 
Cuauhtémoc Cárdenas, las osc 
colaboramos activamente en 
diversos ámbitos y proyectos 
institucionales; sin embargo, 
conforme fueron llegando otras 
administraciones al gdf, el ejer-
cicio de participación ciudadana 
fue perdiendo valor, llegando a 
restringirse sustancialmente por 
las autoridades.

Ante esta adversidad man-
tuvimos el objetivo de articu-
lar procesos territoriales en 
diversas colonias de la delega-
ción, por lo que, interesadas 
e inspiradas en experiencias 
similares, las organizaciones 
sociales iztacalquenses bus-
camos la asesoría del Centro 
Operacional de Vivienda y Po- 

blamiento, A. C. (Copevi).3  Pos-
teriormente, participamos en 
diversos espacios, como en los 
ciclos de formación en el mar-
co de las Escuelas de Gobierno 
y Ciudadanía, en la operación 
del proyecto Mapa de Inclu-
sión-Exclusión Social para el 
Territorio (2004 y 2005), en 
la construcción de la Agenda 
Ciudadana de Desarrollo Te-
rritorial e Inclusión Social en 
la Delegación Iztacalco (2006 
y 2007), así como en 19 pro-
yectos de mejoramiento barrial 
(de 2007 a 2013).4

Así, en 2010 una red de or- 
ganizaciones sociales de la 
demarcación adoptó formal-
mente el nombre de Colectivo 
de Organizaciones Civiles por 
la Democracia Participativa en 
Iztacalco (Coscidepi). Fue en-
tonces que el conjunto de nues-

tras acciones ciudadanas nos 
llevó a reflexionar en torno al 
tema del desarrollo delegacio-
nal en Iztacalco, lo cual se vio 
reforzado por dos sucesos: el 
seguimiento que dimos al am-
plio proceso de construcción y 
firma de la Carta de la Ciudad 
de México por el Derecho a la 
Ciudad5 –entre 2007 y 2011–, 
y la implementación en nues-
tros proyectos territoriales de 
algunas de las orientaciones 
contenidas en la Carta Mun-
dial por el Derecho a la Ciu-
dad –en 2009.6

Todo este trabajo colectivo 
posibilitó que actualmente se 
encuentre en proceso la crea-
ción de la Carta Iztacalquense 
por el Derecho a la Ciudad 
(cidc), instrumento que se basa 
en un marco normativo inter-
nacional7 y busca que se garan-
tice, mediante los principios 
de sustentabilidad, democracia, 
equidad y justicia social, una 
vida digna y plena para quienes 
habitamos en Iztacalco. 

La Carta Iztacalquense es 
promovida desde la perspecti-
va de gestión democrática de la 
ciudad, con la finalidad de que 
mediante ésta se fomente la in-
clusión social, el respeto a los 
derechos humanos y la armonía 
con el medio ambiente, todo 
ello a través de un modelo de de-
sarrollo sostenible que fortalezca 
los procesos comunitarios y las 
reivindicaciones urbanas en con-

* Red de 
organizaciones 

sociales que impulsa 
la creación y firma de 

la Carta Iztacalquense 
por el Derecho a la 

Ciudad.

La Carta Iztacalquense por el Derecho
a la Ciudad

 Colectivo de Organizaciones Civiles por la Democracia Participativa en Iztacalco*

La Carta Iztacalquense 
es promovida desde la 
perspectiva de gestión 

democrática de la  
ciudad, con la finalidad 

de que mediante 
ésta se fomente 

 la inclusión social, el 
respeto a los derechos 
humanos y la armonía  
con el medio ambiente, 

todo ello a través  
de un modelo de  

desarrollo sostenible.
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tra de la injusticia y la exclusión, tanto 
social como territorial.

En ese sentido, dicha carta –que 
actualmente está en su proceso de re-
dacción final– es un instrumento po-
lítico con aspiraciones jurídicas que 
plantea hacer más visibles y exigibles 
los derechos económicos, políticos, 
sociales, culturales y ambientales de 
la población iztacalquense, con el fin 
de lograr su más amplia difusión, co-
nocimiento y apropiación por parte de 
las y los ciudadanos y, a partir de ello, 
se generen propuestas concretas que 
recojan las problemáticas territoriales 
y se traduzcan en políticas públicas.

Al respecto, durante la cons-
trucción de la cidc ha sido posible 
establecer una visión práctica, polí-
tica y sistematizada de la demanda 
vecinal surgida en el territorio, lo 
cual es resultado de la detección de 
necesidades reales derivada de los 
diagnósticos realizados en la comu-
nidad. Entre las principales proble-
máticas identificadas destacan las 
siguientes: la pobreza y exclusión 
social; el no ejercicio de la salud 
sexual y reproductiva; la violencia 
de género, familiar y social; la in-
seguridad pública; las adicciones,  

la falta de planeación del desarrollo 
urbano, así como un deficiente ejer-
cicio de la administración pública.8

Para hacer frente a tales problemas, 
la cidc busca orientar la formulación 
de políticas públicas mediante un 
trabajo corresponsable entre la ciu-
dadanía y los enlaces gubernamen-
tales, considerando los diagnósticos 
socio-territoriales, así como la elabora- 
ción de propuestas y líneas de trabajo 
conjuntas de los diversos actores socia-
les y los representantes de la autoridad 
delegacional.9

Para lograr tal objetivo, el Coscidepi 
constituyó el Comité Promotor de la 
Carta Iztacalquense por el Derecho a 
la Ciudad, el cual operó entre el 8 de 
febrero de 2011 y el 30 de septiembre 
de 2012, y estuvo constituido por osc, 
personas representantes de la academia 
y gubernamentales que realizan tra- 
bajo en el territorio iztacalquense. Sin  
embargo, hasta este momento se ob- 
servan reticencias al diálogo por la 
parte del gobierno capitalino.

En  consecuencia, desde  el Coscidepi 
hemos puesto en marcha, en diversas 
colonias de Iztacalco,10 algunos proyec-
tos con base en nueve líneas estratégicas 
que están plasmadas en la cidc:

1.	Culturas comunitarias: Trabajo 
artístico que florece.

2.	Agricultura urbana: Delegación 
con huertos vecinales.

3.	Delegación con economía soli-
daria y comercio justo.

4.	Sustentabilidad: Iztacalco vive 
con sus recursos medio ambien-
tales. Uso eficiente, tratamiento 
y/o instalación de dispositivos para 
garantizar + agua - basura + uso de 
energía solar - transporte contami-
nante.

5.	Salud sexual y reproductiva.
6.	Crecimiento, fortalecimiento y 

empoderamiento ciudadano.
7.	Mejoramiento barrial-desarrollo 

urbano sustentable.
8.	Defensa del territorio.
9.	Reforma política del Distrito  

Federal.

En suma, la experiencia obtenida en 
la búsqueda por ejercer el derecho a la 
ciudad en Iztacalco ha significado un 
importante motor y aprendizaje para las 
organizaciones que participamos en el 
proyecto de la cidc,11 lo que sin duda nos 
motiva a seguir trabajando localmente 
para avanzar en la construcción de la 
ciudad que soñamos.

Fotografía: cortesía de Coscidepi.
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NOTAS
1	 La delegación Iztacalco está ubicada en la 

zona oriente del Distrito Federal, es la más 
pequeña de las 16 delegaciones, con una 
extensión de 23.3 km2 y una población de 
384 326 habitantes, lo que la hace la más 
densamente poblada con un promedio de 
16 494 hab/km2, índice 365 veces superior 
al promedio nacional y 2.1 veces más alto 
que el del Distrito Federal en su conjunto, 
de acuerdo con el Censo de Población y Vi-
vienda 2010 del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (inegi).

2	 Véase Miguel Ángel Ramírez Zaragoza, “Las 
redes de organismos civiles y sociales en el 
desarrollo integral comunitario: la construc-
ción del derecho a la ciudad en la delegación 
Iztacalco”, en Innovación social y redes de 
sociedad civil en las agendas global y local. 
Memorias. xiv Congreso de Investigación 
sobre el Tercer Sector, México, Universidad 
Anáhuac, agosto de 2014, p. 64, disponible 
en <http://bit.ly/1FZSavg>, página consulta-
da el 2 de octubre de 2014.

3	 Véase Centro Operacional de Vivienda  
y Poblamiento, A. C., “Procesos territoria-
les integrados. Iztacalco”, disponible en 
<http://bit.ly/1rWYoT3>, página consultada 
el 17 de octubre de 2014.

4	 Para conocer el proceso de dichas organiza-
ciones a detalle, véase Miguel Ángel Ramírez 
Zaragoza, op. cit., pp. 67 y 68.

5	 Esta carta fue firmada el 13 de julio de 2010. 
Véase Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad, septiembre de 2011, dis-
ponible en <http://bit.ly/1tmQDbS>, página 
consultada el 14 de octubre de 2014. 

6	 onu-Hábitat, “Carta Mundial por el Dere-
cho a la Ciudad”, disponible en <http://bit.
ly/106QbnF>, página consultada el 14 de 
octubre de 2014.

7	 La cidc sigue los planteamientos de la Agen-
da 21 y del Tratado sobre la Cuestión Urbana 
por Ciudades Justas, Democráticas y Sus-
tentables, ambos acuerdos derivados de la 
Conferencia de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada 
en Río de Janeiro, Brasil, en junio de 1992.

8	 Véase Agenda ciudadana de desarrollo te-
rritorial e inclusión social en la delegación 
Iztacalco, 2006, disponible en <http://bit.
ly/1zO7YR9>, página consultada el 2 de oc-
tubre de 2014.

9	 Para conocer a detalle quiénes participan 
(organizaciones sociales y civiles, universi-
dades y gobierno), qué funciones desempe-
ñan y cuáles son las líneas de acción de este 
proyecto, véase Habitat International Coa-

lition, Construyendo otros mundos posibles. 
Derecho a la ciudad, sustentabilidad y buen 
vivir en América Latina, México, Habitat In-
ternational Coalition/Rosa Luxemburg Stif-
tung/Misereor, 2012, pp. 99-104, disponible 
en <http://bit.ly/1wOsGhQ>, página consul-
tada el 14 de octubre de 2014.

10	 Las colonias que han participado en tales 
proyectos son: Agrícola Oriental, Agrícola 
Pantitlán, Barrios de Iztacalco, Gabriel Ra-
mos Millán Tlacotal y Gabriel Ramos Millán 
Bramadero, además de la Unidad Infonavit 
Iztacalco.

11	 Contactos de las y los integrantes de las or-
ganizaciones que participan en el proyecto 
de la Carta Iztacalquense por el Derecho a la 
Ciudad: Desarrollo Integral Comunitario de 
Iztacalco <angelicayala@yahoo.com>, Casa 
de la Cultura Las Jarillas <miguelitos2526@
hotmail.com>, Unión de Pochtecas de  
México, A. C., <erigm84@hotmail.com>, 
Unión Popular Revolucionaria Emiliano 
Zapata <jaque_073val@hotmail.com> y 
Centro Operacional de Vivienda y Pobla-
miento, A. C., <copevi.habitat@gmx.net>.
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E
n la parte alta de la 
sierra de Santa Ca-
tarina, ubicada al 
oriente del Distrito 
Federal, en la delega-

ción Iztapalapa, se encuentra 
la colonia Miravalle. Con una 
población de 13 376 habitantes 
es considerada como una uni-
dad territorial de alta margina-
lidad, donde la mayor parte de 
sus moradores son niñas, niños 
y adolescentes, llegando a re-
presentar 60% de su población 
total.1

Este grupo poblacional es 
precisamente el más vulnera-
ble ante las problemáticas que 
circundan dicha zona de la 
ciudad. La violencia estructu-
ral que se ejerce en esta comu-
nidad se deriva de una serie de 
problemas, entre los que desta-
can: la dificultad para que sus 
residentes accedan a trabajos 
bien remunerados; la existen-
cia de relaciones destructivas 
intrafamiliares y vecinales; la 
venta ilegal de inhalantes a 
niñas, niños y adolescentes; el 
alcoholismo; la insuficiencia 
y mala calidad de los servicios 
públicos; la falta de opciones 
educativas, culturales, depor-
tivas y artísticas, etc. Todo lo 
anterior hace que en el lugar 
donde vivimos se genere una 
situación de riesgo principal-
mente para las niñas, los niños 
y las y los adolescentes.

Frente a la necesidad de me- 
jorar las condiciones de vida  
y de brindar oportunidades de 
desarrollo a quienes habitan es- 
ta zona con grave situación de 
rezago social y degradación ur-
bana, en 2007 se conformó la 
Asamblea Comunitaria Mirava-
lle (acm). Esta Asamblea alber-
ga un proyecto que conjuga el 
trabajo de vecinas y vecinos, or-
ganizaciones sociales, academia, 
dependencias del Gobierno del 
Distrito Federal (gdf), la Comi-
sión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal y otras instancias 
de cooperación internacional, 
y cuyo objetivo es “promover la 
participación ciudadana en el 
diseño, ejecución, evaluación y 
posterior administración y man-
tenimiento de proyectos sociales 
en el ámbito del mejoramiento 
del entorno urbano, la construc-
ción de infraestructura social y 
la recuperación de los espacios 
públicos”.2

Desde sus inicios, en 1982, 
la colonia Miravalle ha experi-
mentado un proceso constante 
de participación social, motiva-
do principalmente por la exi-
gencia de contar con servicios 
urbanos de primera necesidad: 
agua, luz, drenaje, pavimen-
tación, etc. A partir de que las 
y los fundadores del barrio se 
establecieron en esta zona –el 
sinnúmero de anécdotas aba-
rrotan la memoria–, no cejaron 

de apuntar de forma insistente 
hacia un horizonte posible 
para el desarrollo comunitario. 
Como resultado de este esfuer-
zo colectivo, Miravalle se fue 
fortaleciendo día tras día con 
su experiencia organizativa.3

Es por ello que esta comu-
nidad no se resigna al azaroso 
ritmo de “así vive el país”, y se 
rebela –con dignidad– toman-
do la bandera de la construc-
ción colectiva desde diversos 
frentes y con múltiples actores. 
Al respecto, actualmente la 
acm cuenta con 35 proyectos 
que cubren los rubros de salud, 
educación, ecología, cultura y 
arte, recreación, fomento al 
trabajo y construcción de ciu-
dadanía.4 

Como resultado de este 
proceso se ha evidenciado una 
serie de impactos favorables 
para la población, entre los 
que destacan la generación 
de espacios para el encuentro 
vecinal y la toma de decisio-
nes; el fortalecimiento de la 
identidad comunitaria; el di-
namismo comercial, laboral y 
económico local; así como la 
instrumentación de una pe-
dagogía del hábitat, que im-
plica la construcción de una 
cultura de uso, conservación y 
mantenimiento de los espacios 
públicos y la vivienda, a través 
de programas de educación 
ambiental e intervención so-

Miravalle: una experiencia colectiva de 
lucha a contracorriente por el derecho
a la ciudad

  Jorge A. Carbajal G.*

* Integrante de la 
Asamblea Comunitaria 

Miravalle.
Contacto 

<asambleacomunitaria
miravalle@

hotmail.com>.
Blog <http://

comunidadmiravalle.
blogspot.mx/>.
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cioeducativa y familiar. Cabe desta-
car que entre 2010 y 2013 la acm ha 
recibido diversos reconocimientos de 
parte de instituciones locales e instan-
cias internacionales por los proyectos 
y las obras realizadas en beneficio del 
desarrollo comunitario.5

En ese contexto se firmó, el 13 de 
julio de 2010, la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad.6

A partir de entonces la acm ha re-
frendado su compromiso por seguir 
impulsando el ejercicio del derecho 
a la ciudad, el cual nos habla de una 
ciudad de derechos; una ciudad para 
todas y todos, políticamente participa-
tiva y socialmente productiva; una ciu-
dad viable, saludable, libre y lúdica.

En consecuencia, se ha acrecen-
tado el empoderamiento dentro de 
nuestra propia comunidad, lo cual nos 
ha permitido convertirla en una colo-
nia más habitable, sana, segura, socia-
ble, autogestora, ecológica, creativa, 
generadora de propuestas culturales 
y artísticas, y promotora del deporte y 

la educación. Esta es la manera como 
entendemos el aporte de nuestro gra-
nito de arena a la consolidación de la 
Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad.

Nuestra humilde experiencia nos 
permite creer que a pesar de los obs-
táculos persistentes7 es posible cons-
truir las propias comunidades desde 
la base, con las y los propios vecinos. 
Toca a las comunidades hermanas de 
México y el mundo articularse, rebe-
larse, unirse, organizarse, expandirse 
–como un virus– para erradicar la apa-
tía y el miedo sociales que impiden la 
reconstrucción de los tejidos comuni-

tarios. Al restablecer estos tejidos, la 
oportunidad de reconstruir comuni-
dades, transformar entornos y cambiar 
sistemas será factible en lo local y en 
lo nacional. Otro mundo es posible. 
Una nueva realidad se gesta en las 
entrañas de los barrios, de los pueblos 
originarios, de las comunidades indí-
genas, de las colonias. Mientras exis-
tan ciudadanas y ciudadanos éticos, 
críticos, honestos y corresponsables, 
que unan su hartazgo y sus esperanzas 
y se organicen, habrá un futuro pro-
misorio por construir.

Miravalle es ayer, hoy y mañana. 
Por lo tanto, sigue y seguirá el caminar 
continuo de la construcción colectiva 
en la búsqueda del respeto a los de-
rechos dentro una urbe que pareciera 
pretender lo contrario. Afortunada-
mente no somos la única comunidad 
que se afana. Somos cientos las que, 
esparcidas por toda la ciudad, a diario 
hacemos esfuerzos transformadores y 
luchamos para que el derecho a la ciu-
dad se consolide y universalice. 

Mientras existan 
ciudadanas y ciudadanos 
éticos, críticos, honestos 

y corresponsables, 
que unan su hartazgo 
y sus esperanzas y se 

organicen, habrá un futuro 
promisorio por construir.

Fotografía: cortesía de Jorge A. Carbajal.
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Fotografía: cortesía de Jorge A. Carbajal.

NOTAS
1	 Véase Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía, “Censo de Población y Vivien- 
da 2010”, disponible en <http://bit.ly/ 
1fHuFGp>, página consultada el 7 de octubre 
de 2014.

2	 Para conocer a detalle los entes que parti-
cipan, las funciones que desempeñan y las 
líneas de acción de este proyecto, véase Ha-
bitat International Coalition, Construyendo 
otros mundos posibles. Derecho a la ciudad, 
sustentabilidad y buen vivir en América  
Latina, México, Habitat International Coa- 
lition/Rosa Luxemburg Stiftung/Misereor, 
2012, pp. 73-80, disponible en <http://bit.
ly/1wOsGhQ>, página consultada el 7 de 
octubre de 2014.

3	 En la acm participan alrededor de 50 per-
sonas y la población beneficiada oscila entre  
2 000 y 2 500 habitantes.

 4	 Para conocer a detalle los proyectos que de-
sarrolla la acm, véase Habitat International 
Coalition, op. cit., pp. 76-78.

5	 La acm recibió el premio Urban Age Ciu-
dad de México 2010 –auspiciado por el 
Deustche Bank– por sus propuestas de de-
sarrollo comunitario. En 2011 la Secretaría 
de Desarrollo Social del gdf le otorgó un 
reconocimiento por las obras realizadas y los 
proyectos generados a partir del Programa 
Comunitario de Mejoramiento Barrial. En 
2012 la Municipalidad de Dubai reconoció a 
la comunidad de Miravalle por su destacada 
propuesta de beneficio comunitario. En 2013 

el Banco de Desarrollo de América Latina 
y el Programa Habitat le otorgaron a la Asam-
blea una mención por el trabajo efectuado.

6	 Para conocer el contenido de la carta, véase 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho 
a la Ciudad, Comité Promotor de la Carta 
de la Ciudad de México por el Derecho a la 
Ciudad, septiembre de 2011, disponible en 
<http://bit.ly/1tmQDbS>, página consultada 
el 7 de octubre de 2014.

 7	 Entre los principales obstáculos destaca la 
falta de recursos económicos necesarios pa- 
ra desarrollar todos los proyectos planteados; 
la visión paternalista persistente entre un sec-
tor de la población y el relativo compromiso 
de las y los pobladores para involucrarse en 
proyectos de interés colectivo a largo plazo.
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* Integrantes de la 
Red Cultural Oriente.

El sol sale por el oriente

La Red Cultural Oriente, un esfuerzo
de participación comunitaria 

L
a Red Cultural Orien-
te es una organización 
integrada por ciudada-
nas y ciudadanos agru-
pados en asociaciones, 

colectivos o círculos culturales1 
que fundamentan su trabajo 
principalmente en el desarrollo 
de la cultura comunitaria, im-
pulsan en la ciudad de México 
el derecho a la cultura como un 
derecho humano, así como 
potencian el diálogo, las iden-
tidades, el trabajo colectivo, la 
convivencia ciudadana pacífica 
y el respeto por la diversidad 
cultural. 

La Red trabaja principal-
mente en la zona oriente del 
Distrito Federal –en las dele-
gaciones Iztapalapa, Iztacalco 
y Tláhuac– y en algunos mu-
nicipios colindantes con el 
Estado de México –Ciudad 
Nezahualcóyotl y Los Reyes 
la Paz. En esta región –donde 
persisten grandes carencias y 
pobreza generalizada–, des- 
de hace más de 30 años las y los 
habitantes se organizan para 
recuperar espacios públicos; 
prevenir la violencia; ofrecer 
alternativas culturales y lúdi-
cas para niñas, niños y jóve-
nes; generar la participación 
ciudadana y contribuir a la in- 

tegración social mediante el 
arte y la cultura.

En la Red Cultural Oriente 
concebimos la cultura como un 
aspecto vivo de la gente que ha-
bita en los barrios y colonias de 
la ciudad. La cultura comunita-
ria vive el día a día a través de 
actividades artísticas multidis-
ciplinarias, iniciativas produc-
tivas sustentables y ecológicas, 
además de proyectos a favor de 
la alimentación, la salud, el de-
porte, etcétera.

Con una amplia experien-
cia acumulada entre los distin-
tos colectivos, el diálogo y el 
aprendizaje en el trabajo co-
munitario es la constante que 
nos une orgánicamente. En 
nuestras colonias procuramos 
la recuperación del patrimonio 
tangible, por ejemplo, vestigios 
arqueológicos, murales, vesti-
menta, gastronomía, agricultu-
ra, etcétera; e intangible, como 
la identidad de nuestros pue-
blos que se manifiesta en fies-
tas, danzas y ritos que datan de 
la época prehispánica, colonial 
y contemporánea.2

Todos estos impulsos ge-
neran convivencia y fortale-
cen el entramado social y la 
solidaridad entre las comuni-
dades. Así, nuestro trabajo es 

entender, difundir, exigir e im-
plementar nuestros derechos 
culturales que a su vez forman 
parte del derecho a la ciudad,3 
tal como se establece en la 
Carta Mundial por el Derecho 
a la Ciudad y en la Carta de la 
Ciudad de México por el De-
recho a la Ciudad.4

Es por ello que la Red está 
integrada por grupos diversos 
como son: niñas, niños y jóve-
nes; personas adultas mayores; 
mujeres y hombres; personas 
con discapacidad e indígenas, 
entre otras, con el objetivo de 
ser plurales, comprometidos y 
tolerantes, donde tienen cabi-
da diferentes formas de pensar. 
Es precisamente a partir de 
esas diferencias donde comen-
zamos a construir lo común.

Hemos visibilizado nuestro 
trabajo cultural comunitario5  
con el afán de ver cumplidos los 
derechos de acceso a la cultura, 
como un derecho humano, de 
manera digna. Esto implica in-
centivar el uso de espacios pú-
blicos y el sentido de comuni-
dad; salvaguardar la naturaleza 
para fomentar la creatividad y 
reflexión, de igual manera la 
lectura, con la intención de re-
cuperar la historia y los conoci-
mientos de las personas adultas 

Delia Hernández Pastor, Daniel Nava Atrisco y Rogelio Estrada Pardo*
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mayores para impulsar la participa-
ción de todas y todos, entendiéndose 
esto como un motor de desarrollo y 
bienestar.

La Red Cultural Oriente, cons-
ciente de esta diversidad y riqueza 
cultural, ha fomentado el intercam-
bio de experiencias y conocimientos 
a través de foros, en los cuales se han 
manifestado diferentes preocupacio-
nes en torno a la consolidación del 
trabajo cultural y el fortalecimiento 
financiero para poder desarrollar las 
propuestas en esta materia. También 
se ha expresado la necesidad de su-
mar esfuerzos y marchar con objeti-
vos comunes para hacer más visibles 
las propuestas de trabajo y lograr ser 
tomados en cuenta en el diseño de 
las políticas públicas.

Como resultado de estos foros se 
realizó en agosto pasado un primer 
Festival de Culturas Comunitarias, 
el cual fue apoyado de manera deci-
dida por la Secretaría de Cultura del 
Gobierno del Distrito Federal, quien 
a su vez logró convocar a la delega-

ción Iztapalapa para sumarse a dicha 
iniciativa. Asimismo, en este espacio 
participó la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal pro-
moviendo los derechos de la pobla-
ción mediante actividades lúdicas.6

Las y los asistentes al festival, ce-
lebrado en la explanada del Jardín 
Cuitláhuac, en Iztapalapa, pudieron 
disfrutar de actividades musicales, 
danzas prehispánicas, teatro, talleres, 
exposiciones, gastronomía tradicional, 
audiovisuales comunitarios, fomento a 
la lectura, intercambio de ideas y diver-
sión, todo ello gracias a la participación 
y compromiso de los colectivos cultu-
rales, así como de las instituciones que 
apoyaron dicho esfuerzo. Esto es un 
ejemplo de que cuando hay voluntad, 
organización y colaboración, tanto de 
las instancias públicas como de la co-
munidad, se pueden construir y obte-
ner resultados importantes.

Por ello, mediante las acciones de 
crear, gestionar y difundir es como 
las y los ciudadanos inquietos logran 
que el arte y la cultura tomen una 

dimensión central en el desarrollo. 
A todas luces es urgente propiciar 
una cultura basada en la dignidad de 
la persona y la comunidad. La trans-
formación no sólo debe hacerse en 
términos políticos, se requiere tam-
bién crear una ciudadanía informada 
y crítica.

El camino es largo, pero si se 
mantiene un paso firme en los pro-
cesos de participación ciudadana ha-
bremos de lograr el fortalecimiento 
de la identidad y pertenencia a nues-
tras comunidades.

A modo de conclusión, se puede 
expresar que la experiencia que se 
ha estado reuniendo con la confor-
mación de la Red Cultural Oriente, 
anima a profundizar en los procesos 
culturales de cada una de las comu-
nidades que la integran y les exige 
mantenerse organizadas y compro-
metidas para lograr mejores resulta-
dos en las diferentes actividades que 
se impulsan. 

NOTAS
1	 Los integrantes son: Asamblea Comunita-

ria Miravalle; Culti-Vamos-Juntos; Casa del 
Pueblo de Santa Cruz Meyehualco; Casa 
de Cultura Imaginarte; Centro Cultural 
Calmécac; Tagrami Cooperativa Cultural; 
EnRedArte; Foro Art; Artistas Urbanos en 
Resistencia; Desarrollo Integral Comunita-
rio Iztacalco, A. C.; Centro Cívico Barrial 
Estado de Anáhuac; Museo Comunitario de 
San Miguel Teotongo; Humanidad Sustenta-
ble; Centro de Arte y Tecnología Acahual-
tepec; Foro Cultural Quetzalpilli; La Banda 
del Libro Rojo; Cooperativa de Producción 
Editorial Agua sobre las Lajas; Universitarios 
en Resistencia; Ediciones Lago; Casa de la 
Cultura Las Jarillas; Yei Axolotl; OJR; JS Ban-
da; Colectivo Yolotecuani; Colectivo Meztli; 
Colectivo Mixanteña, y Faro de Oriente.

2	 Para conocer a detalle la diversidad cultural 
en la zona oriente del Distrito Federal, véa-
se Instituto Nacional para el Federalismo y 

el Desarrollo Municipal, “Enciclopedia de 
los municipios y delegaciones de México. 
Distrito Federal”, disponible en <http://bit.
ly/1s8Bf0b>, página consultada el 8 de octu-
bre de 2014.

3	 El derecho a la ciudad se define como: “el usu-
fructo equitativo de las ciudades dentro de 
los principios de sustentabilidad, democra-
cia, equidad y justicia social. Es un derecho 
colectivo de los habitantes de las ciudades, 
que les confiere legitimidad de acción y de 
organización, basado en el respeto a sus di-
ferencias, expresiones y prácticas culturales, 
con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio 
del derecho a la libre autodeterminación y 
a un nivel de vida adecuado. El derecho a la 
ciudad es interdependiente de todos los dere-
chos humanos internacionalmente reconoci-
dos, concebidos integralmente, e incluye, por 
tanto, todos los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales, culturales y ambienta-
les reglamentados en los tratados internacio-

nales de derechos humanos”. Véase Comité 
Promotor de la Carta de la Ciudad de México 
por el Derecho a la Ciudad, Carta de la Ciu-
dad de México por el Derecho a la Ciudad, 1ª 
reimpresión, México, 2011.

4	 La Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad 
y la Carta de la Ciudad de México por el De-
recho a la Ciudad, se encuentran disponibles 
en <http://bit.ly/106QbnF> y en <http://bit.
ly/1tmQDbS> respectivamente, páginas con-
sultadas el 8 de octubre de 2014.

5	 Para conocer las actividades que desarro-
lla la Red Cultural Oriente, véase su página 
en la red social de Facebook, disponible en 
<http://on.fb.me/1yR5n4F>, página consul-
tada el 8 de octubre de 2014.

6	 Véase Secretaría de Cultura del Gobierno del 
Distrito Federal, “Primer Festival de Cultu-
ras Comunitarias”, disponible en <http://bit.
ly/1pO0iaK>, página consultada el 8 de octu-
bre de 2014.
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El derecho a la ciudad, que tiene sus 
primeros antecedentes en los escritos 
de Henry Lefebvre de los años sesenta 
del siglo pasado, ha sido retomado 

por redes, movimientos y organizaciones 
de la sociedad civil (osc), que han venido 
generando diversas iniciativas. Entre éstas 
destaca la elaboración de una Carta Mundial 
por el Derecho a la Ciudad (2001-2005)  
–que se gestó durante varias ediciones del 
Foro Social Mundial–3 suscrita por decenas de 
colectivos, autoridades locales y representantes 
del Programa de Naciones Unidas para los Asen- 
tamientos Humanos (onu-Hábitat) y la unesco. 
Como parte de los antecedentes más relevantes 
pueden citarse el Tratado sobre Urbanización, Por 
ciudades, villas y poblados justos, democráticos 
y sustentables (Río de Janeiro, Brasil, 1992)4 y 
los resolutivos de la i Asamblea Mundial de 
Pobladores (Distrito Federal, 2000); ambos docu- 
mentos contienen postulados y propuestas que 
aún hoy resultan vigentes.5

La iniciativa de formular una Carta Mundial 
se orienta a luchar contra todas las causas y 
manifestaciones de la exclusión: económicas, 
sociales, territoriales, culturales, políticas y psi- 
cológicas. Se plantea como una respuesta so- 

cial, un contrapunto de la ciudad-mercancía  
y la expresión del interés colectivo. Se trata de 
un abordaje complejo que exige articular la 
temática de los derechos humanos en su con- 
cepción integral –derechos civiles, políticos, eco- 
nómicos, sociales, culturales y ambientales– a 
la de la democracia en sus diversas dimensiones  
–representativa, distributiva y participativa.

En la Carta se define el derecho a la ciudad 
como “el usufructo equitativo de las ciudades 
dentro de los principios de sustentabilidad, de- 
mocracia, equidad y justicia social”.6 Se trata 
de un nuevo derecho colectivo de las y los 
habitantes de las ciudades, que les confiere 
legitimidad de acción y de organización, y se 
basa en el respeto a sus diferencias, expresiones 
y prácticas culturales, con el objetivo de al- 
canzar el pleno ejercicio del derecho a la 
libre autodeterminación y a un nivel de vida 
adecuado. De ahí que no se limite a una 
declaración de derechos humanos en la ciudad, 
sino que se conciba como un instrumento 
capaz de promover y garantizar el derecho de 
todas las personas a la ciudad, en sus múltiples 
dimensiones y componentes.

El derecho a la ciudad es interdependiente 
de todos los otros derechos reconocidos y con- 

El debate sobre el derecho
a la ciudad en el contexto 
mundial1

La iniciativa de formular una Carta Mundial por el Derecho 
a la Ciudad2 se orienta a luchar contra todas las causas 
y manifestaciones de la exclusión, lo cual exige articular 
la temática de los derechos humanos en su concepción 
integral a la de la democracia en sus diversas dimensiones.

Véase Oficina de 
la Coordinación 

Regional para 
América Latina 
de la Coalición 

Internacional para el 
Hábitat <http://www.

hic-al.org>.

Coalición Internacional para el Hábitat /Habitat International Coalition (hic)*
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cebidos integralmente, por ejemplo: al agua, alimentación, 
vivienda, servicios públicos y uso democrático de los espacios 
públicos; a la salud, educación y cultura; al trabajo en 
condiciones equitativas y satisfactorias, a la sindicalización 
y seguridad social; a construir y hacer ciudad, al lugar, 
a permanecer en él y la movilidad; al desarrollo y a un 
medio ambiente sano; a la protección del consumidor, 
a la plena protección de personas con discapacidad y  
la seguridad física. También a la información pública y la 
participación política, incluyendo el derecho a reunirse, 
manifestarse, organizarse y a deliberar directamente y a 
través de representantes; y por supuesto, el respeto a las 
minorías y a la pluralidad étnica, racial, sexual y cultural.

Además de los anteriores derechos referidos y normados 
en los principales pactos y convenciones de derechos hu- 
manos, la Carta reivindica también la posibilidad del 
reconocimiento de otros derechos relevantes para la vida 
urbana: el derecho a la tierra, al transporte adecuado, a 
las telecomunicaciones, a la energía, a la tecnología, etc. 
El derecho a la ciudad, dentro de esta visión compleja, no 
se limita a reivindicar parcialmente los derechos humanos 
destinados a mejorar las condiciones en que la habitamos, 
sino que implica derechos para incidir también en su 
producción, desarrollo, gestión y disfrute, y participar en 
la determinación de las políticas públicas que permitan 
respetarlos, protegerlos y hacerlos efectivos.

En forma paralela a estos debates de la sociedad civil 
se han venido generando instrumentos jurídicos que 
buscan normar los derechos humanos en el contexto 
urbano. Entre los más relevantes que han sido firmados 
por gobiernos locales y nacionales –y que se encuentran 
en vigor– podemos mencionar la Carta Europea de 
Salvaguarda de los Derechos Humanos en la Ciudad 
(Saint Denis, Francia, 2000), el Estatuto de las Ciudades 
(Brasil, 2001), la Carta de Derechos y Responsabilida- 
des de Montreal (Canadá, 2006), la Constitución del 
Ecuador (2008) y la Carta-Agenda Mundial por los De- 
rechos Humanos en la Ciudad (2011).7

A nivel internacional, el derecho a la ciudad también 
fue retomado como lema oficial en el v Foro Urbano 
Mundial organizado por onu-Hábitat en Río de Janeiro, 
en marzo de 2010. Allí estuvimos como organización 
participando en una serie de actividades masivas y 
multiactorales de difusión, reflexión, debate y capa- 
citación. Por otro lado, y simultáneamente, en un 
esfuerzo conjunto sin precedentes y gracias al rol 
articulador del Foro Nacional de Reforma Urbana de 
Brasil, decidimos convocar al primer Foro Social Urbano. 
De ambos eventos surgieron declaraciones8 que retoman 
gran parte de nuestros postulados y propuestas. Ciertamente, 

podemos considerar que éstos son logros importantes, a 
la vez que sabemos que es momento de mantenernos 
activos y alertas. A partir de entonces se han multiplica- 
do los seminarios, las publicaciones y los proyectos en torno 
al derecho a la ciudad. Nos toca cuidar y avanzar hacia la 
implementación efectiva de los contenidos que hemos 
venido definiendo en este proceso colectivo.

Es por ello que, junto con otras redes y movimientos 
sociales, incluyendo la Alianza Internacional de los Ha- 
bitantes; Hábitat para la Humanidad; Red Mujer y 
Hábitat; Communitas Coalition; Women in Informal Em- 
ployment Globalizing and Organizing (wiego); Shack/
Slum Dwellers International (sdi); Comisión de Inclusión 
Social; Democracia Participativa y Derechos Huma- 
nos de Ciudades y Gobiernos Locales y Regionales 
Unidos (cglu); el Instituto Pólis y el Instituto Brasileño de 
Derecho Urbanístico, entre otras, hic está promoviendo 
una nueva fase del diálogo internacional sobre el derecho a 
la ciudad y la reforma urbana, con el objetivo de constituir 
una Plataforma Global de aprendizaje, intercambios y 
acciones comunes. Diversas propuestas de incidencia, 
investigación, formación, articulación, alianzas, comu- 
nicación y sensibilización forman parte del plan de ac- 
ción a nivel local, nacional, regional y mundial para los 
próximos meses.9

A la vez, y como parte de los acuerdos tomados, di-
versos movimientos y organizaciones sociales mexicanas 
revisaron durante el transcurso de este año la versión vi-
gente de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad. 
Entre las propuestas más relevantes para su actualización 
destacan la necesidad de: a) profundizar sobre los efec- 
tos de la globalización y las políticas neoliberales sobre 
la ciudad, analizando en particular los megaproyectos;  

El derecho a la ciudad confiere 
a las y los habitantes de las 
ciudades legitimidad de acción 
y de organización, y se basa 
en el respeto a sus diferencias, 
expresiones y prácticas culturales, 
con el objetivo de alcanzar el pleno 
ejercicio del derecho a la libre 
autodeterminación y a un nivel  
de vida adecuado.
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b) repensar el concepto de desarrollo que se em-
plea en la Carta, con el fin de enfocarse más en 
el desarrollo social y humano, y crear puentes 
con otras iniciativas y teorizaciones alternati-
vas, tales como el decrecimiento o el buen vivir;  
c) destacar los esfuerzos de la economía social y 
solidaria y revisar lo relativo al trabajo llamado 
informal y las problemáticas asociadas a éste; 
d) repensar el papel del Estado, promoviendo 
espacios de autonomía y gestión comunitaria; 
e) trabajar más a profundidad el tema de la 
migración –interna y externa– y los conceptos 
de inter y pluriculturalidad –en lugar de 
simplemente multiculturalidad–; f) ser más 
contundentes en materia de participación, 
planteando que las decisiones que se toman 
en los órganos ciudadanos sean vinculan-
tes y, al mismo tiempo, exigiendo respeto y  
apoyo a las formas de participación no institu-
cionalizadas; g) profundizar las reflexiones y  
propuestas sobre el derecho a la vivienda y la 
política de suelo como ejes estructurales del 
derecho a la ciudad, y h) mejorar las aporta- 
ciones en materia de género,  diversidad y diálogo 
intergeneracional.

La discusión actual de los Objetivos de Desa- 
rrollo Sustentable –también llamada Agenda 
Post-2015–, así como el proceso preparatorio 
para la iii Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sustentable 
–conocida como Hábitat iii– en 2016, consti- 
tuyen, sin duda, una oportunidad ineludible 
para trabajar con más fuerza en este camino y 
avanzar hacia la implementación de esta agenda 
colectiva.

NOTAS
1	 Texto parcialmente basado en el artículo de Enrique Ortiz, 

“Hacia una Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad”, es-
crito para la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco por sus siglas 
en inglés) en 2006 y publicado por la Oficina de la Coordi- 
nación Regional para América Latina de la Coalición   
Internacional para el Hábitat (hic-al) como introdu- 
cción a un dossier sobre el derecho a la ciudad, el cual con-
tiene actualizaciones y aportes de María Silvia Emanuelli  
y Lorena Zárate, coordinadora de la oficina de hic-al y  
presidenta de la Coalición Internacional para el Hábi-
tat (hic por sus siglas en inglés), respectivamente. Véase  
Enrique Ortiz, N. Nehls y Lorena Zárate (comps. y eds.), 
El derecho a la ciudad en el mundo. Compilación de  

documentos relevantes para el debate, México, hic-al, 
2008, disponible en <http://bit.ly/1ikVerq>, página con-
sultada el 3 de octubre de 2014.

2	 Véase Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, dispo-
nible en <http://bit.ly/1I5tT87>, página consultada el 3 de 
octubre de 2014.

3	 El Foro Social Mundial “es un espacio abierto de encuen-
tro para: intensificar la reflexión, realizar un debate demo-
crático de ideas, elaborar propuestas, establecer un libre 
intercambio de experiencias y articular acciones eficaces 
por parte de las entidades y los movimientos de la socie-
dad civil que se opongan al neoliberalismo y al dominio 
del mundo por el capital o por cualquier forma de im-
perialismo y, también, empeñados en la construcción de 
una sociedad planetaria orientada hacia una relación fe- 
cunda entre los seres humanos y de éstos con la Tierra”. 
Véase Carta de Principios del Foro Social Mundial, apro-
bada y adoptada en Sao Paulo, el 9 de abril de 2001, por 
las entidades que constituyen el Comité de Organización 
del Foro Social Mundial, y aprobada con modificaciones 
por el Consejo Internacional del Foro Social Mundial el 
10 de junio de 2001, numeral 1, disponible en <http://bit.
ly/1zpNutJ>, página consultada el 3 de octubre de 2014.

4	 Véase Habitat International Coalition, América Latina, 
“Por ciudades y poblados justos, democráticos y susten-
tables”, disponible en <http://bit.ly/1yjVj28>, página con-
sultada el 3 de octubre de 2014. 

5	 Desde entonces se han desarrollado diversas declaracio-
nes y propuestas desde la sociedad civil tales como la Car-
ta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad (Barcelona, 
España, 2004), la Declaración Nacional para la Reforma 
Urbana (Buenos Aires, Argentina, 2005 y siguientes) y la 
Declaración frente a MINURVI (San Salvador, El Salvador, 
2008), por mencionar sólo algunas.

6	 Véase Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, artículo 
1.2, op. cit.

7 	 Una referencia sintética o bien versiones completas de al-
gunos de estos materiales están incluidas en Enrique Or-
tiz, N. Nehls y Lorena Zárate, op. cit.

8	 Véase Habitat International Coalition, “hic en el Foro 
Social Urbano, Ação da Cidadania, Río de Janeiro, Bra-
sil, 22 al 26 de marzo de 2010”, disponible en <http://bit.
ly/1FUo2Am>, página consultada el 3 de octubre de 2014.

9	 Dentro de ese proceso cabe señalar que un taller relevante 
se desarrolló en la ciudad de México en octubre de 2013 
–incluyendo un foro público en la Comisión de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal, con representantes de  
Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Corea, El Sal- 
vador, Egipto, España, Estados Unidos, Francia, Guate- 
mala, India, Inglaterra y Kenia–; además, en noviembre  
próximo se efectuará un encuentro internacional sobre 
el tema en Sao Paulo. Para más detalles véase hic-al,  
“México. Se realizó el taller y el foro internacional  
Avanzando en la implementación del derecho a la  
ciudad en América Latina y el mundo”, México,  
octubre de 2013, disponible en <http://bit.ly/1zq4PCP>, 
página consultada el 3 de octubre de 2014.
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Comentario de Jaime Rello, integrante  
del Movimiento Urbano Popular de  
la Convención Nacional Democrática,  
e integrante del Comité Promotor de 
la Carta de la Ciudad de México por  
el Derecho a la Ciudad* 

El reconocimiento e implementación de la Carta de la Ciudad de México por 
el Derecho a la Ciudad (ccmdc) enfrenta retos importantes que radican en:

1.	fortalecer al Comité Promotor de la Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad, con la participación de organizaciones de la sociedad 
civil, la academia y universidades;

2.	concretar que la ccmdc sea ratificada por el actual jefe de gobierno del 
Distrito Federal, Miguel Ángel Mancera;

3.	elaborar e implementar en el Distrito Federal cartas delegacionales por el 
derecho a la ciudad, en las que se incluyan medidas que promuevan y 
garanticen los derechos de las personas tomando en cuenta sus contextos de 
hábitat específicos (es el caso de la Carta Iztacalquense por el Derecho a la 
Ciudad); 

4.	reconocer que la ccmdc es un instrumento en constante construcción, por lo 
que es necesario que se incluyan aspectos fundamentales como la vinculación 
del campo y la ciudad, la perspectiva de género, la promoción y defensa de los 
derechos humanos de las personas con discapacidad, por mencionar algunos; 

5.	impulsar acciones comunitarias para fortalecer la difusión de este instrumento 
para que las personas que viven y transitan por la ciudad de México  
lo conozcan, se apropien de él y se asuman como parte del proceso polí- 
tico, social y cultural que se requiere para su consolidación; 

6.	incluir en las Leyes y los programas del Gobierno del Distrito Federal los ejes 
fundamentales de la ccmdc (es el caso del actual Programa Comunitario de 
Mejoramiento Barrial, la Ley de Desarrollo Urbano, la Ley de Participación 
Ciudadana y la Ley de Vivienda, todas ellas del Distrito Federal); y

7.	lograr que la ccmdc se convierta en un documento vinculante y que, en 
función de ello, inspire la Reforma Política del Distrito Federal.

*	 Información obtenida durante una entrevista realizada por Karen Trejo y Manuel Alegría, 
colaboradores de la revista Dfensor. 

Fotografía: Sonia Blanquel/cdhdf.
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Introducción
El presente artículo tiene la intención de apor-
tar algunas ideas al debate contemporáneo so-
bre el derecho a la ciudad, en la medida en que 
se presenta como un derecho humano en cons-
trucción que plantea el usufructo equitativo de 
la ciudad por parte de sus habitantes y como una 
alternativa a los efectos dañinos de la imple-
mentación del neoliberalismo en el espacio ur-
bano. Particularmente ofrece argumentos para 
analizar la forma en que en años recientes se 
inició en el Distrito Federal la elaboración, pro-
moción y difusión de la Carta de la Ciudad de 
México por el Derecho a la Ciudad (ccmdc), 
que tiene como objetivo hacer valer el derecho 
a la ciudad en la capital del país y que se con-
virtió en demanda social y bandera de lucha de 
diversos sectores de la sociedad civil.

Para explicar lo anterior, retomo la argu-
mentación de mi reciente trabajo de investi-
gación, cuyo propósito general fue estudiar el 
proceso de construcción social del derecho 
colectivo a la ciudad en el Distrito Federal du-
rante el periodo 2007-2013, como un derecho 

que plantea el respeto a los derechos humanos 
y es requisito fundamental para construir ciu-
dades justas, democráticas, igualitarias, inclu-
yentes y sustentables. La finalidad es invitar a 
la y el lector a conocer y leer el documento de 
tesis completo, el cual constituye un referente 
obligado para entender la teoría y práctica del 
derecho a la ciudad y sus posibilidades de reco-
nocimiento y garantía.1

El texto resalta la forma en que el derecho 
a la ciudad –y particularmente la ccmdc– ha 
sido construido socialmente en la ciudad de 
México a partir de un conjunto de prácticas 
ciudadanas de las organizaciones de la socie-
dad civil (osc) que apuntan, por un lado, a la 
búsqueda de su reconocimiento legal para que 
la ciudanía cuente con mecanismos de exigi-
bilidad jurídica de ese derecho, mientras que, 
por otro, dichas prácticas se dirigen a la apro-
piación legítima de éste, haciéndolo ver como 
un derecho de facto y privilegiando mecanis-
mos de exigibilidad política. Los aportes de la 
investigación2 –derivados de un consistente 
trabajo de campo y un profundo proceso de 

La construcción social  
del derecho a la ciudad
en el Distrito Federal

El texto resalta la forma en que el derecho a la ciudad ha 
sido construido socialmente en el Distrito Federal. Esta 
labor, efectuada por diversas organizaciones de la sociedad 
civil (osc), apunta a la búsqueda del reconocimiento legal 
de ese derecho, así como a la apropiación legítima del 
mismo, para que la ciudadanía cuente con mecanismos
para su exigibilidad jurídica y política.
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reflexión teórica– se presentan en este espacio 
para visibilizar que los derechos humanos han 
sido históricamente el resultado de un conjun-
to de luchas y movimientos sociales que han 
planteado mejores condiciones de vida y que, 
a través de sus acciones colectivas, buscan su 
reconocimiento legal y su garantía por parte 
del Estado.

Construcción social de derechos
y derecho a la ciudad
Hoy la sociología, como disciplina científica-
social, es fundamental para comprender la gama  
de fenómenos que se desarrollan en las sociedades  
contemporáneas y que van desde las cuestio- 
nes de la vida cotidiana hasta el análisis de 
grandes procesos de orden global.3 Diversidad,  
dinamismo, heterogeneidad, complejidad y con-
flictividad de la realidad social son factores que 
obligan a utilizar las herramientas teórico-me-
todológicas de la sociología para hacer acerca-
mientos más profundos y objetivos de las causas, 
el desarrollo y las implicaciones de las acciones 
de diversos grupos que componen el entramado 
social. Desde esta perspectiva, describir, inter-
pretar y analizar los fenómenos emergentes de 
la realidad social se convierte en una necesidad 
impostergable que permite a las y los sociólogos 
dar cuenta de procesos sociales que, sin embar-
go, tienen elementos de carácter histórico que 
los determinan y potencian en una perspectiva 
de construcción del futuro.4

La construcción social de los derechos 
apunta a la disputa política y social que existe 
por definirlos en el tiempo y el espacio y en 
función de las necesidades de los grupos socia-
les, que cambian debido al paso de los años y 
a la propia transformación de la sociedad que 
es permanentemente construida y deconstrui-
da.5 Las luchas por los derechos fundamentales 
nos muestran, sociológica e históricamente, la 
relación de éstos con las personas y la socie-
dad, tanto por el origen social de esos derechos 
como del nexo insoslayable entre el cambio 
social y el nacimiento de nuevos derechos. De 
esta manera, la investigación pretende inser-
tarse en la perspectiva sociológica que trata de 
comprender e interpretar una realidad com-
pleja en curso, en donde la lucha por la cons-
trucción de nuevos derechos que permitan una 

mejor convivencia social sigue siendo uno de 
los objetivos centrales de los seres humanos. El 
derecho a la ciudad se presenta, en este contex-
to, como un derecho integrador que –surgido 
de la sociedad civil– posibilita renovar y exi- 
gir derechos ciudadanos para construir ciuda-
des justas, equitativas y democráticas.6

Así, este trabajo es el resultado de más de 
tres años de acercamiento a un fenómeno 
sociopolítico que se estaba desarrollando al 
mismo tiempo que se pretendía aprehender-
lo como objeto de estudio. Después de varias 
aproximaciones al fenómeno, y de lecturas y 
reflexiones sobre las diversas dimensiones so-
ciales de la reivindicación del derecho a la ciu-
dad en el Distrito Federal, decidí analizar un 
proceso que denominé construcción social del 
derecho a la ciudad, con la finalidad de enfati-
zar la dimensión social y política de los inten-
tos de la sociedad civil por conformar, a través 
de la acción colectiva, nuevos derechos en la 
capital, en su aspiración por lograr sociedades 
más justas. De ese modo inicié la definición 
del objeto de estudio y diseñé una estrategia 
teórica-metodológica7 acorde a las característi-
cas del fenómeno social. Preguntas como las 
siguientes fueron dando orden a mis ideas e in-
quietudes sociológicas y politológicas: ¿Cómo 
se desarrolló el proceso sociopolítico mediante 
el cual se construyó el derecho a la ciudad en 
la capital del país? ¿Cuáles fueron las inten- 
ciones y los mecanismos con los que las osc ela-
boraron la ccmdc y de qué manera el proceso 
sociopolítico que le dio origen permitió forta-
lecer una ciudadanía democrática basada en la 

REFERENCIAS

El derecho a la ciudad en la 
actualidad es reivindicado 
esencialmente como un 
derecho humano y como 
una idea-concepto que se ha 
convertido en estandarte de los 
movimientos sociales que se 
oponen a la ciudad neoliberal 
que mercantiliza los derechos.
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perspectiva de derechos? ¿Cómo recuperan las 
osc de la ciudad de México el proceso mundial 
y latinoamericano de construcción del dere-
cho a la ciudad e instrumentos como la Carta 
Mundial por el Derecho a la Ciudad? ¿A través 
de qué tipo de prácticas las osc que participa-
ron en la construcción social del derecho a la 
ciudad lucharon por su reconocimiento legal y  
se apropiaron legítimamente de este nuevo 
derecho y de la ccmdc, tanto en la ciudad de  
México en general, como en la delegación Izta-
calco en particular? ¿Cuáles fueron los aportes  
y las contradicciones surgidas en las prácticas de 
las osc y los movimientos sociales que elabora-
ron la ccmdc en su búsqueda por hacer valer  
el derecho a la ciudad? ¿Qué elementos de la 
idea del derecho a la ciudad permitieron que ésta 
se convirtiera en bandera de lucha o marco de 
acción colectiva de la sociedad civil en la capital?

Si bien el derecho a la ciudad como concep-
to fue introducido en el debate de las ciencias 
sociales y en las exigencias de los actores colec-
tivos debido a los escritos de Henri Lefebvre  
–quien en 1968 escribió el libro El derecho a la 
ciudad,8 en el cual hace un rescate de la ciu-
dad como espacio construido y perteneciente 
al hombre, criticando una urbe que se había 
mercantilizado–, lo cierto es que en la actua-
lidad éste es reivindicado esencialmente como 
un derecho humano y como una idea-concepto 
que se ha convertido en estandarte de los mo-
vimientos sociales que se oponen a la ciudad 
neoliberal que mercantiliza los derechos. Lefeb-
vre construyó una propuesta política “que parte  
de la ciudad para reivindicar la posibilidad de 
que la gente volviera a ser dueña de la ciudad”.9 

En su perspectiva, la ciudad había sido tomada 
por los intereses del capital y había dejado de 
pertenecer a la gente, es decir, a sus habitantes.10

En resumen, el derecho a la ciudad es el que 
tiene “toda persona a crear ciudades que respon-
dan a las necesidades humanas. Todo el mundo 
debería tener los mismos derechos para construir 
los diferentes tipos de ciudades que queremos. 
El derecho a la ciudad, como lo afirma David 
Harvey, no es simplemente el derecho a lo que 
ya está en la ciudad, sino el derecho a transfor-
mar la ciudad en algo radicalmente distinto”.11 
En tal definición resalta el llamado a la acción, 
tanto individual como colectiva, de las y los  

habitantes de la ciudad para apropiarse de ella, 
transformándola en un espacio más propicio 
para la vida digna. Para Harvey este derecho es 
en última instancia el que permite actuar de ma-
nera decidida y legítima para cambiar el mundo 
y la realidad actual, y destaca las potencialidades 
emancipadoras del espacio urbano. En este sen-
tido, el derecho a la ciudad es un ideal político 
que posibilita cuestionar la relación existente en 
el sistema capitalista entre producción, urbani-
zación y gestión del excedente. El autor afirma 
que sólo modificando esta relación se podrá lo-
grar una revolución urbana que permita la re-
producción de la vida en la ciudad de la mano 
con el disfrute de los bienes comunes urbanos 
y relaciones sociales menos desiguales.12 Estas 
ideas fueron retomadas por las osc del Distrito 
Federal para iniciar la reivindicación del dere-
cho a la ciudad y, a partir de la elaboración de 
la ccmdc, buscar el reconocimiento legal y la 
garantía de dicho derecho.13 

El derecho a la ciudad de lo global a lo local
Después de varios acercamientos, recortes teó-
ricos y delimitaciones espacio-temporales, los 
objetivos de la investigación fueron los siguien-
tes: 1) analizar el proceso de construcción 
social del derecho a la ciudad en el Distrito 
Federal, comprendiendo su incidencia en el 
fortalecimiento de una ciudadanía democrá-
tica e insertándolo en el proceso más amplio 
de construcción de este derecho en América 
Latina; 2) observar el proceso de exigencia del 
reconocimiento legal y la apropiación legítima 
del derecho a la ciudad a partir de las prácticas 
ciudadanas de las y los actores que lo reivin- 
dican y construyen, destacando el potencial  
incentivador de la acción colectiva en torno a 
ese derecho en construcción, poniendo espe-
cial énfasis en el caso de la ciudad de México y 
de la delegación Iztacalco; y 3) describir y ana-
lizar las prácticas de las osc que construyeron 
socialmente el derecho a la ciudad y que lucha-
ron por su reconocimiento legal y apropiación 
legítima, reflexionando sobre las contradiccio-
nes internas y otras que se dieron en su relación 
con los distintos niveles de gobierno y con otros 
representantes políticos y sociales.

Una idea central de la investigación fue 
comprender la manera en que los diversos ac-

REFERENCIAS
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tores de la sociedad civil empezaron a utilizar 
la reivindicación del derecho a la ciudad como 
bandera de lucha –o marco interpretativo de ac-
ción colectiva– para la defensa de sus derechos, 
lo cual les dio amplio margen de legitimidad a 
su actuar conjunto, permitiéndoles, a través de 
distintos proyectos y prácticas ciudadanas, ejer-
cer sus derechos y fortalecer una ciudadanía 
democrática. Estas acciones colectivas fueron 
importantes dado que el reconocimiento legal 
del derecho a la ciudad estaba muy lejos de ser 
una realidad, tanto por la debilidad de la socie-
dad civil para empujar su reconocimiento, como 
por la falta de voluntad política del Gobierno 
del Distrito Federal (gdf) de incluirlo en el 
marco jurídico, más allá de utilizarlo como un 
discurso político legitimador.

Para exponer los principales hallazgos, la 
investigación se dividió en cuatro capítulos 
que reflejan tanto el trabajo documental como  
el de campo. En el capítulo 1 “Democracia, ciu- 
dadanía y construcción social de derechos”14 se 
expone en un primer momento qué se entien-
de por construcción social de derechos, lo cual 
guía la descripción y el análisis de los fenóme-
nos investigados sobre las formas específicas 
que ha adoptado la construcción del derecho 
colectivo a la ciudad, y a su vez integra una in-
terpretación de los procesos sociopolíticos que 
lo acompañan. En un segundo momento se 
realiza una discusión y problematización teó-
rica sobre democracia, osc, ciudadanía y dere-
chos humanos, con la finalidad de tener una 
herramienta analítica e interpretativa que per-
mita comprender los procesos sociopolíticos 
generados en las urbes –como espacios impor-
tantes del hábitat humano– en torno a los pro-
blemas de exclusión y desigualdad social, los 
cuales dan lugar a amplios procesos participa-
tivos y organizativos de la sociedad civil y a un 
conjunto de respuestas colectivas y prácticas 
ciudadanas para revertir sus efectos. En este 

caso la iniciativa social de construir nuevos de-
rechos se inserta en las luchas ciudadanas por 
la democracia y en la necesidad de que la so- 
ciedad civil participe en la conformación de  
sociedades más justas.

En el capítulo 2 “La construcción social 
del derecho a la ciudad en América Latina”15 
se plantea inicialmente una descripción del 
origen del concepto derecho a la ciudad y una 
aproximación a éste para entenderlo como idea, 
proyecto político e invitación a pensar las ciu-
dades desde la perspectiva de los derechos y las  
posibilidades del cambio social. Se analizan  
las diversas acciones colectivas de carácter glo-
bal que se desarrollaron a partir de la década de 
1990 en torno a la problemática urbana de las 
ciudades latinoamericanas y a la construcción 
social del derecho a la ciudad. Se hace espe-
cial énfasis en los espacios y las formas en los 
que la sociedad civil global ha ido elaborando 
su discurso y práctica del derecho colectivo a 
la ciudad a partir de la realización de foros, en-
cuentros, talleres, etc., los que han posibilitado 
el intercambio de ideas, experiencias, así como 
ha ayudado a visibilizar prácticas ciudadanas 
alrededor de este derecho en construcción y la 
búsqueda de su reconocimiento. Ello ha permi-
tido, a su vez, la construcción de redes que han 
coadyuvado, entre otras cosas, a la creación de 
la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad.

A partir de ese documento –también con-
siderado un instrumento político-jurídico sin 
carácter vinculante, que tuvo su origen en la 
Cumbre de la Tierra en 1992 y se cristalizó 
en el Foro Social Mundial durante el periodo 
2003-2005–, y de su reivindicación y construc-
ción social, es posible observar una serie de 
luchas en varias partes del mundo, cuyo ob-
jetivo es el reconocimiento legal del derecho 
a la ciudad. Por último, el apartado se enfoca 
en conocer la forma en que la Carta Mundial 
por el Derecho a la Ciudad ha dado origen a 
experiencias nacionales y locales de construc-
ción social del derecho colectivo a la ciudad en 
América Latina, en las que se puede observar 
–con sus diferencias y matices– el debate y la 
práctica en torno a su reconocimiento legal y a 
su apropiación legítima.

En el capítulo 3 “La construcción social del 
derecho a la ciudad en la ciudad de México”16 

Todo el mundo debería tener  
los mismos derechos para 

construir los diferentes tipos  
de ciudades que queremos.
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se describe y analiza el proceso de construc-
ción social del derecho colectivo a la ciudad en  
el Distrito Federal a partir de la creación del 
Comité Promotor de la Carta de la Ciudad 
de México por el Derecho a la Ciudad –entre 
2007 y 2008–, y se pone especial énfasis en sus 
principales acciones colectivas y su interacción 
con otros actores políticos y sociales, y con las 
autoridades del gdf. Refiere que la construc-
ción social del derecho a la ciudad en la capital 
se inserta en un contexto político, económico 
y social caracterizado por procesos como: la 
reforma política del Distrito Federal; las mo-
dificaciones a diversos ordenamientos jurídicos 
como la Ley de Desarrollo Urbano y la Ley de 
Derechos Humanos del Distrito Federal; la 
implementación del neoliberalismo a través 
de la urbanización capitalista –“salvaje” según 
los propios actores– que tiene su cara más vi-
sible en los megaproyectos urbanísticos;17 y la 
transformación del movimiento urbano popu-
lar que, enarbolando nuevas demandas como 
el derecho a la ciudad y oponiéndose al desa-
rrollo de megaproyectos, luchan por mantener 
y destacar su presencia en la construcción de 
la ciudad.

De la misma manera, en este capítulo se 
destaca la relación del Comité Promotor de la 
Carta de la Ciudad de México por el Derecho 
a la Ciudad con los comités promotores dele-
gacionales por el derecho a la ciudad, además 
de su participación en espacios internacionales 
como el Foro Social Mundial o la Cumbre de 
los Pueblos. La intención central del apartado 
es describir y analizar la forma en que el dere-
cho a la ciudad se convirtió en un marco de 
interpretación para la acción colectiva, y cómo 
las osc y los movimientos sociales construyeron 
este derecho, lucharon por su reconocimiento 
legal e intentaron su ejercicio de facto a partir 
de una serie de prácticas ciudadanas dirigidas a 
su apropiación legítima y a través de programas 
gubernamentales como el Programa Comuni-
tario de Mejoramiento Barrial y de sus proyec-
tos independientes. Lo importante fue destacar 
la manera en que el derecho a la ciudad y la 
ccmdc permitieron a las y los actores tener una 
visión democrática, incluyente y sustentable de 
la ciudad, y generar procesos de organización 
y acción colectiva no libre de contradicciones.
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Por último, el capítulo 4 “La construcción 
social del derecho colectivo a la ciudad en la 
delegación Iztacalco”18 busca ilustrar el proce-
so de construcción social del derecho colectivo 
a la ciudad en el plano local, analizando las 
formas en que un grupo de actores sociales y 
civiles fueron conociendo, difundiendo, inte-
riorizando, socializando y apropiándose legíti-
mamente de este derecho y de la ccmdc. Ade-
más, se describe ampliamente el proceso de 
construcción de la Carta Iztacalquense por el 
Derecho a la Ciudad y se analizan las acciones 
concretas efectuadas por las osc. A lo largo del 
capítulo se efectúa una descripción y análisis 
de las diversas prácticas ciudadanas que los ac-
tores sociales y civiles de Iztacalco –integrados 
en el Colectivo de Organizaciones Sociales y 
Civiles por la Democracia Participativa en Izta-
calco– concretaron de 2003 a 2013. Se pone 
especial énfasis en el periodo 2011-2013, que es 
cuando se constituyen como Comité Promo- 
tor de la Carta Iztacalquense por el Derecho a 
la Ciudad, haciendo del derecho a la ciudad, 
de la ccmdc y de la Carta Iztacalquense por 
el Derecho a la Ciudad, la base legítima de 
gran parte de su acción colectiva. Dicho pro-
ceso –que los actores involucrados inscriben 
en la intención de fortalecer su Programa de 
Desarrollo Integral, Comunitario, Incluyente 
y Sustentable de Iztacalco con base en la de-
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mocracia participativa– ha tenido avances y 
retrocesos, lo cual ha sido admitido por ellos 
mismos, así como descritos y estudiados en este 
trabajo a la luz del tema central.

En suma, la investigación analiza integral-
mente –y del plano global al local– los procesos 
de construcción social del derecho a la ciudad, 
entendiéndolo como un nuevo derecho huma-
no que permite a las y los habitantes de una 
urbe conocer, reivindicar y exigir sus derechos. 
Asimismo, busca privilegiar su dimensión co-
lectiva a partir de la idea de que las y los ciu-
dadanos se conviertan en constructores de su 
ciudad como el espacio de su hábitat. También 
pretende que se comprenda la incidencia del 
derecho a la ciudad en el fortalecimiento de 
una ciudadanía democrática y la capacidad 
que tiene de ser un instrumento político que 
dé sentido y orientación a la lucha de las di-
versas osc que se oponen a la exclusión, mar-
ginación y falta de espacios democráticos que 

la urbanización capitalista genera dentro de las 
ciudades contemporáneas.19

Conclusión: apuntes a favor del derecho
a la ciudad en la ciudad de México
El análisis de las formas de reconocimiento y 
garantía de los derechos humanos, así como 
los mecanismos de su exigibilidad política y 
jurídica, pasando por las luchas de la sociedad 
civil por la construcción de nuevos derechos, 
constituyen temas importantes para el debate. 
De esta manera, el reciente proceso de reivin-
dicación del derecho a la ciudad como dere-
cho humano colectivo nos permite reflexionar 
sobre las posibilidades de su reconocimiento 
y efectividad. El derecho a la ciudad desde su 
aparición en la escena pública se ha convertido 
en bandera de lucha de actores colectivos en-
tre los que se encuentran movimientos sociales 
urbanos y osc, que tienen como objetivo no 
sólo reivindicar los derechos ya existentes y el 
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El derecho a la ciudad es una 
reivindicación legítima que 
empieza a tomar especial 
importancia en las luchas  
por construir un hábitat 
digno para quienes viven 
en grandes ciudades,  
como es el caso de  
la ciudad de México.

disfrute de los recursos también existentes sino, 
sobre todo, la exigencia de nuevos derechos y 
la creación de ciudades con otros principios  
y relaciones sociales.

En la actualidad –con sus matices y dife-
rencias, así como con sus nuevos contenidos y 
circunstancias–, el derecho a la ciudad es una 
exigencia legítima que empieza a tomar es-
pecial importancia en las luchas por construir 
un hábitat digno para quienes viven en gran-
des ciudades, como es el caso de la ciudad de  
México. Este derecho permite el reconocimien-
to y ejercicio de los derechos como una totali-
dad, rescata su dimensión integral y apunta a 
su universalización. Además, puede contribuir 
a la democratización de la vida política y social 
de la ciudad capital, al exigir que se abran es-
pacios reales de participación y consulta para la 
toma de decisiones. Coincido con Borja cuan-
do afirma que “el derecho a la ciudad es hoy el 
concepto integrador de los derechos ciudadanos 
renovados y la base de la exigencia de estos dere-
chos en un marco democrático”.20

La construcción social del derecho a la ciu- 
dad por parte de un sector de las osc de la  
ciudad de México es una muestra clara de que 
las acciones globales a favor de este derecho  
–como las iniciadas en el Foro Social Mundial– 
han tenido sus impactos regionales y locales. 
Como se observa, la emergencia de una pro-
puesta ciudadana que pretende poner énfasis 
en la función social de la ciudad por encima de 
su mercantilización y que intenta recuperar la 
capacidad de las y los habitantes por construir 
una urbe con base en sus necesidades y en una 
perspectiva de defensa de sus derechos, constitu-
yó una de las expresiones más recientes de la so-
ciedad civil organizada de la capital del país, en 
su constante lucha por incidir en la vida pública 
local y en la cimentación de su futuro.

La construcción social del derecho en co-
mento y particularmente de la ccmdc –cuyo 
proceso inició en 2007, se firmó en 2010 y 
continúa hoy su lucha por su reconocimiento 
legal–, es una aportación de las osc y de los 
movimientos sociales a la conformación de ciu-
dades justas, democráticas, incluyentes y sus-
tentables, esto en contraposición de la visión 
neoliberal que ve a los derechos como mercan-
cías y no privilegia la acción de la ciudadanía 

sino la intervención de los empresarios y gru-
pos de poder en la definición del desarrollo ur-
bano. Tal vez sea una aportación insuficiente, 
pues la acción colectiva de estos grupos incide 
muy poco en las decisiones gubernamentales, 
pero el derecho a la ciudad se ha colocado ya 
como imprescindible cuando se trata de ana-
lizar y construir el futuro de la urbe más bella 
del mundo, la ciudad de México.

Cabe señalar que, como propuesta ciuda-
dana, el derecho a la ciudad permite observar 
la capacidad organizativa de las osc en la rea-
lización de acciones colectivas que inciden en 
el rumbo que debe tomar la ciudad de México 
–particularmente el Distrito Federal–, a partir 
de la construcción de políticas públicas demo-
cráticas e incluyentes y del respeto irrestricto a 
los derechos presentes en la ccmdc y que están 
sustentados tanto en las leyes mexicanas como 
en los tratados internacionales firmados por 
nuestro gobierno. Aún y cuando la Carta no 
ha sido aceptada legalmente –y por lo tanto  
no tiene carácter vinculante–, su construcción 
y difusión ha posibilitado a grupos importan-
tes de la sociedad conocer los derechos reco-
nocidos legalmente y hacerlos valer mediante 
mecanismos de exigibilidad jurídica, mientras 
que en el caso de aquellos que aún no lo son, 
lo que se ha generado es una apropiación legíti-
ma que ha sido incentivada por la reivindicación 
del derecho a la ciudad y sus instrumentos, y 
que ha recurrido a mecanismos de exigibilidad 
política.

La recuperación y exigencia del derecho 
a la ciudad en la capital del país ha permiti-
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do, entre otras cosas, que los grupos sociales 
y civiles locales –que han peleado desde hace 
muchos años por derechos y mejores condicio-
nes de vida– se rearticularan en una demanda  
más amplia. Las organizaciones civiles y sociales 
que pertenecían al Comité Promotor de la Car-
ta de la Ciudad de México por el Derecho a la 
Ciudad tenían una amplia trayectoria de organi-
zación y lucha en el Distrito Federal, por lo que 
el proceso de construcción social del derecho a 
la ciudad no generó la emergencia de nuevos  

actores sociales, sino la reactivación de anti-
guos con demandas nuevas.

El debate sigue abierto, el derecho a la ciu-
dad se presenta en el actual contexto político, 
económico, social y cultural como aquél que 
puede, desde una perspectiva integral, contri-
buir al disfrute de otros derechos ya reconoci-
dos, y así lograr la construcción de una ciudad 
de México más justa, incluyente, democrática 
y sustentable. 
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Introducción
La historia reciente de la política urbana 
de la ciudad de Guadalajara está marca-
da por problemáticas que afectan a todas 
y todos los habitantes, sin distingo de cla-
se social o condición socioeconómica. La 
falta de un sistema integral de transpor-
te público y los riesgos ambientales que 
presentan los ríos y embalses aledaños a 
la zona urbana, están relacionados direc-
tamente con efectos ocasionados por el 
crecimiento caótico y descontrolado de 
su área metropolitana.1

Por un medio ambiente sano
Desde hace algunas décadas los discur-
sos de los movimientos ambientalistas a 

favor del saneamiento del río Santiago 
han tenido presencia en Guadalajara, sin 
embargo, con la puesta en marcha de los 
megaproyectos hidráulicos –como la pre-
sa de Arcediano y la del Zapotillo–, las 
organizaciones y colectivos agrupados en 
el Movimiento Mexicano de Afectados 
por las Presas y en Defensa de los Ríos,2 

así como Un Salto de Vida, el Instituto 
Mexicano para el Desarrollo Comunita-
rio3 y el Comité Salvemos Temacapulín, 
Acasico y Palmarejo principalmente, se 
han dado a la tarea de difundir la proble-
mática y atacar por la vía legal y mediáti-
ca los riesgos y las afectaciones en las co-
munidades, así como las externalidades 
que se generarán.

Hacia el derecho a la ciudad 
en Guadalajara, del medio 
ambiente sano a la movilidad 
sustentable 
 
 Carlos E. Estrada Casarín* y Tatiana E. Ponce Simental**

En el presente artículo sus autores hacen una breve reseña 
de dos temas de gran interés en la agenda de Guadalajara: 
el primero en torno a la resistencia de las y los pobladores 
frente a un megaproyecto hidráulico y a las denuncias ante 
las malas condiciones de las aguas del río Santiago, y el 
segundo, acerca de un movimiento colectivo que pugna por 
establecer políticas públicas que promuevan una movilidad 
sustentable e incluyente.
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En el caso de Arcediano se canceló el pro-
yecto y en el del Zapotillo la lucha legal con-
tinúa y actualmente la comunidad interpuso 
un amparo (con suspensión definitiva)4 para  
detener la construcción de la cortina de la  
presa. En el caso del río Santiago la situa-
ción no es más alentadora: en 2008 murió 
intoxicado Miguel Ángel López Rocha, un 
niño de ocho años de edad que cayó en sus 
aguas contaminadas.5  Cabe señalar que di-
cho suceso ameritó que el presidente de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de  
Jalisco, Felipe de Jesús Álvarez Cibrián, emitie-

ra la Recomendación 1/20096 el 17 de enero de 
2009.

En tal Recomendación se evidencia el daño a 
la salud de todas las personas que de forma direc-
ta o indirecta tienen contacto con las aguas del 
río Santiago, sus afluentes y efluentes, recono-
ciendo claramente que se trata de una violación 
a diversos derechos, entre los que se destacan: “a 
gozar de un ambiente sano, a la salud, al agua, 
alimentación, al patrimonio, legalidad, seguridad 
social, a la democracia, al trabajo, a vivienda y 
los derechos de niñas y niños a un nivel de vida 
adecuado para su desarrollo”.7
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Por una movilidad sustentable
La ciudad de Guadalajara está muy lejos de ha-
ber logrado un sistema de movilidad sustentable. 
Frente a esta situación han surgido grupos y co-
lectivos –como el movimiento ciclista– que re-
flejan una tendencia mundial por la búsqueda 
de la movilidad sustentable en contextos donde 
se imponen proyectos de “desarrollo” que favo-
recen la infraestructura para el uso del transpor-
te motorizado.8

La organización de estos colectivos surgió en 
Guadalajara a partir de que la Secretaría de Viali-
dad y Transporte del gobierno del estado en turno 
instauró el viaducto vehicular López Mateos, con 
el objetivo de cerrar pasos peatonales y cancelar 
semáforos para “agilizar” el flujo vehicular. Para-
dójicamente esta acción se realizó el 22 de sep-
tiembre de 2007, fecha en la que se conmemora 
el Día mundial sin automóvil.

Esta decisión generó una movilización ciuda-
dana espontánea que después se aglutinó en el 
colectivo Ciudad para Todos y en la asociación 
civil Guadalajara en Bici, dos de las principales 
organizaciones que a partir de ese momento se 
encargaron de posicionar en la opinión públi-
ca –con acciones proactivas y propositivas– el 
problema de movilidad que sufría la ciudad en 
ese entonces. Posteriormente, ante la falta de 
respuesta del gobierno estatal y municipal, és-
tas tomaron un papel importante en la gestión 
y discusión de los temas nodales sobre movi-
lidad no motorizada, participando junto con 
otras agrupaciones desde el incipiente Consejo 
Ciudadano para la Movilidad Sustentable hasta 
transformarse en la Plataforma Metropolitana 
por la Sustentabilidad que, como se mencio-
na en sus propios documentos, está integrada 
por grupos de la sociedad civil con objetivos, 
metodologías de trabajo y temas diversos, pero 
unidos por la misma preocupación: “consoli- 
dar una ciudad sustentable, accesible, próxima, efi- 
ciente, próspera, equitativa y democrática, que 
encabece una gestión responsable de los temas 
ambientales y urbanos relacionados con la mo-
vilidad citadina”.9

Conclusión
Es claro que en Guadalajara existen problemá-
ticas urbanas que afectan a la mayoría de la po-
blación y que están relacionadas con su derecho 

a la ciudad; sin embargo, queda el gran reto de 
encontrar la forma de articular las luchas y los 
discursos, buscando coincidir en una agenda co-
mún que fortalezca el derecho a la ciudad como 
un mecanismo de cumplimiento de los derechos 
y las aspiraciones de las personas que habitan o 
transitan por esta urbe.   
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Hábitat y género en el  
contexto de los derechos
 María de Lourdes García Vázquez*

En las ciudades, como en diversos en-
tornos de la población, se origina la 
ciudadanía; sin embargo, en éstas 
existen ciertos patrones de desigual-

dad de género; una división tajante de lo público 
y lo privado asociada a lo femenino y masculino; 
una estructura espacial que dificulta el uso y ac-
ceso a los beneficios de la urbe; y falta de áreas 
verdes, infraestructura y seguridad, factores que 
en su conjunto afectan con mayor profundidad 
a las mujeres. Por ello, el reclamo del derecho a 
la ciudad en las prácticas organizativas popula-
res y urbanas de mujeres muestran incongruen-
cias, carencias y debilidades en la concepción 
tradicional de ciudadanía.

La relación entre las mujeres y el hábitat es 
significativa, sin embargo, este último perma-
nece poco visible en la vida de ellas, con todo 
y que se trata del lugar físico y social que está 
inserto en un medio ambiente natural y en un 
sistema social determinado vital para todas las 
personas, pero particularmente para las mujeres. 
En este sentido, no sólo debe considerarse la 

“diferencia” entre hombres y mujeres, es decir, 
el hecho de que tanto unas como otros tienen 
distintas funciones, obligaciones y posibilidades 
de acceso a los recursos, como señala Alejandra 
Massolo.1 También debe considerarse que las 
experiencias cotidianas de las mujeres son cuali-
tativamente distintas a las de los hombres, y que 
ambos tienen diferentes percepciones, posibili-
dades y limitaciones para enfrentar sus necesida-
des de vivienda, equipamiento y servicios.

Desde la convergencia temática de hábitat2 
y género3 es preciso hacer visibles a las mujeres 
en tanto sujetos sociales que merecen la aten-
ción pública, además de romper los estereotipos 
que las han encasillado históricamente al espa-
cio privado, evidenciando con ello restricciones 
ciudadanas al sujetarlas a dobles o triples jorna-
das de trabajo4 e imposibilitándolas a decidir so-
bre acciones que afectan su calidad de vida. Por 
ello, el énfasis debe estar puesto en las mujeres, 
en su desarrollo y en la vinculación de éstas con 
las acciones sobre el territorio y las políticas pú-
blicas; es decir, con sus derechos.

* Coordinadora 
del Laboratorio 

de Hábitat Social 
Participación y 

Género (lahas) de la 
Universidad Nacional 
Autónoma de México 
(unam). Es profesora 
de tiempo completo 

en la Facultad de 
Arquitectura de dicha 

universidad.
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La preocupación feminista por la ciudad surge  
del cuestionamiento de la distribución desigual de los 
espacios, de la asignación diferenciada de las esferas 
doméstica y pública, y confirma que en las ciudades  
se configura la vida cotidiana y se desarrollan procesos 
sociales en los que la movilidad y las actividades de las 
mujeres responden a estereotipos femeninos influenciados 
por una perspectiva androcéntrica, tanto de la planificación 
urbana como de la cultura dominante. De ello y más  
nos habla la autora de este texto.
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Evolución del concepto y de la agenda de
hábitat en los acuerdos de Naciones Unidas
Los derechos y la definición de hábitat han es-
tado evolucionando desde la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos, adoptada en 
1948 por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. En ese entonces el concepto de casa 
–que se concebía como una estructura con servi- 
cios públicos y equipamiento básico– fue reco- 
nocido como el derecho al techo en condiciones 
de salubridad, para la satisfacción de las necesi- 
dades de protección, abrigo y descanso, entre otras. 

En 1972 el tema del hábitat se incluyó por 
primera vez en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano –conocida 
como Conferencia de Estocolmo. Más tarde, en 
las cumbres mundiales de Hábitat i (Vancouver, 
Canadá, 1976) y Hábitat ii (Estambul, Turquía, 
1996) se amplió el término de techo por el de  
vivienda digna en asentamientos humanos 
sustentables, lo cual, además de reconocer la 
tenencia de la tierra para las mujeres y la in-
fraestructura de servicios, incluyó las condicio-
nes adecuadas del entorno y la movilidad. En 
esta última conferencia se evidenció la fuerza 
del movimiento de las mujeres y su capacidad 
organizativa y política, marcando niveles de 
avance en su desarrollo. Cabe destacar que un 
año antes, en 1995, se había llevado a cabo la 
iv Conferencia Mundial de la Mujer en Bei-
jing, China, en la cual 189 gobiernos adopta-

ron la Declaración y Plataforma de Acción de 
Beijing, encaminadas a eliminar los obstáculos 
para la participación de la mujer en todas las 
esferas de la vida pública y privada.

Posteriormente, en el Foro Social Mundial 
de 2001 y el Foro Global Urbano de 2002 se es-
tablecieron los aspectos sustantivos del derecho 
a la ciudad en condiciones de ambiente sano, 
equidad y justicia social: el derecho a la ciudad 
para hombres y mujeres lo constituye el acceso 
al espacio público, el desarrollo urbano susten-
table y equitativo, la convivencia y seguridad, la 
asociación y participación decisoria, la transpa-
rencia e información, y el derecho al trabajo y 
respaldo económico. En ese sentido, en el Foro 
Social Urbano Alternativo y Popular de 20145 se 
propuso

 

[f]ortalecer la participación y el empoderamiento de 
las mujeres en todos sus espacios de hábitat como 
el trabajo, la academia, el trabajo barrial, la familia, 
y otros, reconociendo el papel fundamental de las 
mujeres como protectoras, guardianas y suministra-
doras de recursos naturales con especial énfasis en 
el recurso hídrico, ya que siendo un derecho funda-
mental el Estado no garantiza su calidad, acceso y 
perdurabilidad. De otro lado es importante ocuparse 
de los temas laborales de las mujeres, como la remu-
neración salarial diferenciada, el acoso y la subvalo-
ración de su trabajo, y los obstáculos en el ámbito 
laboral, haciendo énfasis en la legislación al respecto.6

Evolución de la agenda de hábitat

Declaración Universal de los Derechos 
Humanos,

Ginebra, 1948.   

Derecho a la vivienda
Hábitat i: Vancouver, 1976.
Hábitat ii: Estambul, 1996.

Derecho a la ciudad
Foro Social Mundial, 2001.
Foro Global Urbano, 2002. 

Foro Mundial Urbano, 2014. 

Concebido, en el marco 
del derecho a la salud,

como derecho al techo en
condiciones de salubridad

Concebido como el 
derecho a una vivienda

digna en asentamientos 
humanos sustentables

Usufructo equitativo de la 
ciudad dentro de principios 

de sustentabilidad
y justicia social

Fuente: Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C., Asentamientos humanos: vivienda, entorno y ambiente sano, 2006.

TECHO VIVIENDA CIUDAD
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Como resultado de aquellas iniciativas se han 
emitido diversas recomendaciones. En este sen- 
tido, en el ámbito internacional destaca la  
Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(cedaw por sus siglas en inglés) como un instru-
mento jurídico vinculante, el cual constituye un 
referente destacado para los compromisos de los 
gobiernos con la igualdad de oportunidades de 
las mujeres en todos los ámbitos de la vida.

En este recuento es importante mencionar 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio en rela-
ción con los asentamientos humanos y la equi-
dad de género, así como los avances en materia 
del reconocimiento de los derechos económicos, 
sociales y culturales (desc) y su equiparación a 
nivel internacional con los derechos civiles y po-
líticos respecto de la exigibilidad de las obliga-
ciones contraídas por los Estados, en particular 
las relativas al hábitat y a la igualdad de género.

Lo anterior nos lleva a considerar que el ac-
ceso a un hábitat digno tiene que ver directa-
mente con la habitabilidad, la gobernabilidad y 
la productividad. En esa perspectiva el concep- 
to de hábitat se asocia al de ecosistema, entendi-
do como el entorno donde interactúan el medio 
ambiente y las personas. También hace referen-
cia a los problemas de la ciudad, algunos de ellos 
relacionados con la gestión y eficiencia de las po- 
líticas públicas, la configuración de espacios  
territoriales y los procesos de participación ciuda-
dana, entre otros.

Desde el enfoque de derechos, el tema del 
hábitat vincula el derecho a la vivienda digna 
con el derecho a un urbanismo incluyente y a 
un ambiente sano. Ello implica la articulación 
de diversos factores –físicos e intangibles–, cuya 
influencia se extiende desde el ámbito más 
próximo que es la casa, hasta la localidad, la ciu-
dad y la región.

Derecho a la vivienda y a la ciudad  
con enfoque de género
Es necesario mencionar que el reconocimiento 
de los derechos no significa que éstos se cum-
plan de manera automática, por lo que es res-
ponsabilidad de todas y todos tener información 
sobre ellos y luchar para que se respeten. Por 
ello, a continuación señalaremos los avances 
que en materia del derecho a la vivienda y el 

derecho a la ciudad con enfoque de género se 
han alcanzado tanto fuera como dentro del país, 
y sobre todo en el Distrito Federal.

Con respecto al derecho a la vivienda, en 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el artículo 4° consigna que toda fa-
milia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna 
y decorosa. 

En tanto, el artículo 1º de la Ley de Vivienda 
establece que:

[l]a presente Ley es reglamentaria del artículo 4º de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de vivienda. Sus disposiciones son 
de orden público e interés social y tienen por objeto 
establecer y regular la política nacional, los progra-
mas, los instrumentos y apoyos para que toda fami-
lia pueda disfrutar de vivienda digna y decorosa.7

Y en el artículo 3° de la Ley de Vivienda del 
Distrito Federal se señala que:

Todos los habitantes del Distrito Federal tienen 
derecho a una vivienda digna y decorosa, enten-
dida como lugar seguro, salubre y habitable que 
permita el disfrute de la intimidad, la integración 
y desarrollo personal, familiar y comunitario, 
así como la inclusión a la dinámica social y ur-
bana con base en el respeto a la diversidad cul-
tural, sin discriminación para acceder a ella sea 
por su condición económica, social, origen étnico 
o nacional, lengua, dialecto, edad, género, situa-
ción migratoria, creencias políticas o religiosas.8

Si bien la Ley de Vivienda a nivel federal refiere 
que toda familia puede disfrutar de una vivien-
da digna y decorosa, cabe precisar que en algún 
momento esta ley fue limitativa por la interpre-
tación que se hacía de la noción de familia, pues 
ésta sólo se contemplaba a partir del concepto 
tradicional de papá, mamá, hijas e hijos. Sin 
embargo, las diversas resoluciones de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación en favor del 
reconocimiento de los derechos de las familias 
homoparentales han derribado dicha interpre-
tación.

Por su parte, la Ley de Vivienda del Distrito 
Federal establece que todos los habitantes tie-
nen derecho a una vivienda digna y decorosa. 
En ese sentido, la ley local se acerca a la con-
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cepción que se tiene del derecho a la vivienda 
establecido en las cumbres mundiales del Pro-
grama de las Naciones Unidas para los Asenta-
mientos Humanos (onu-Hábitat), estableciendo 
un alcance más amplio e incluyente de este  
derecho.

Con respecto al derecho a la ciudad, se con-
sidera que es un derecho en construcción, el 
cual –como referí anteriormente– tras un largo 
proceso de estudio y tratamiento desde 1992 y 
hasta hoy, ha sido objeto de una serie de accio-
nes encaminadas a su reconocimiento, volvién-
dose un tema fundamental, por ejemplo para la 
Conferencia de Vivienda y Desarrollo Urbano 
Sostenible (Hábitat iii) programada para 2016.

Sin embargo, como señala la Carta Europea 
de la Mujer en la Ciudad de 1995: “debemos ad-
mitir el factor género en la ciudad como la fuen-
te de una nueva cultura compartida, y debemos 
participar en la definición de una nueva filosofía 
del ordenamiento territorial”.9 Frente a estos 
postulados, posteriormente se elaboró la Car- 
ta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad,10 
y una propuesta de Diálogo Mujer-Ciudad en el 
Foro Mundial de las Mujeres, esto en el contex-
to del Foro Mundial de las Culturas, en Barce-
lona (2004).

En México, un avance lo constituyó la firma 
de la Carta de la Ciudad de México por el De-
recho a la Ciudad en 2010,11 siendo el jefe de 
gobierno del Distrito Federal Marcelo Ebrard 
Casaubon. La Carta se fundamenta, en primer 
término, en el principio de libre determinación: 
elemento clave del sistema jurídico internacio-
nal y principio base tanto del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, como del Pac- 
to de los Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales. En segundo término, dicha carta se basa 
en los principios de igualdad y no discrimina-
ción, interdependencia e indivisibilidad de los 
derechos humanos; en la atención prioritaria a 
las personas y colectivos vulnerables, así como 
en la solidaridad, cooperación y sostenibilidad 
responsable.

Es preciso decir que la incorporación de la 
dimensión de género resulta imprescindible en 
la búsqueda de nuevos caminos para transformar 

la construcción de las ciudades en verdaderas 
oportunidades que posibiliten el progreso de sus 
habitantes, la sustentabilidad urbana y un hábi-
tat digno a mujeres y hombres con ciudadanía 
plena.12

Lo anterior implica reconocer que las re-
laciones de género se construyen y modifican 
dentro de determinados espacios físicos y socia-
les –que varían en el tiempo y según distintos lu-
gares–, y que en ellos las mujeres son agentes ac-
tivas en la producción del hábitat. Las mujeres 
latinoamericanas –incluyendo las de México– 
han estado presentes desde siempre en la lucha 
por el mejoramiento de las condiciones de vida 
de sus familias y de la comunidad en los barrios 
y las colonias populares.13 Así lo demuestran nu-
merosas experiencias que refieren cuando ellas 
se han involucrado en movimientos vecinales y 
procesos participativos de autogestión.14

Los movimientos sociales urbanos y las or-
ganizaciones vecinales son un medio de partici-
pación de las mujeres –y de los hombres– en la 
esfera de la acción, la opinión pública y la prác-
tica de los derechos humanos. Es posible en-
tonces –según señala Jordi Borja– plantear una 
relación entre ciudad y ciudadanía, como un 
punto sensible que posibilita impulsar políti-
cas de hacer ciudad y constituir ciudadanía.15 

Por ello, es necesario avanzar en el diseño de 
herramientas que permitan ampliar el debate 
en la sociedad y que saquen a las mujeres de la 
invisibilidad que tienen en las políticas de plani-
ficación y hábitat.

REFERENCIAS

Las relaciones de género se 
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en la producción del hábitat.
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Informe especial
Drogas y derechos humanos 
en la ciudad de México

Con el propósito de aportar elemen-
tos a la discusión, particularmente 
desde el marco internacional de pro-
tección a los derechos humanos, la 

Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fe-
deral (cdhdf) se ha dado a la tarea de desarrollar 
una investigación amplia sobre la política de dro-
gas, a partir de una perspectiva poco explorada: la 
situación que enfrentan las personas usuarias. En 
efecto, tradicionalmente el análisis se ha orienta-
do hacia las sustancias o las políticas públicas de 
combate al narcotráfico, dejando poco espacio 
para visibilizar y atender la situación adversa que 
suelen enfrentar las personas que hacen uso de 
alguna sustancia psicoactiva, lo que las convier- 
te en víctimas del estigma y de los prejuicios que 
prevalecen en la sociedad. 

Para cumplir su objetivo la cdhdf se ha acer-
cado a personas usuarias –a través de los servicios 
de orientación y quejas que les proporciona–, a 
representantes del Gobierno del Distrito Federal 
–en particular del Instituto para la Atención y 
Prevención de las Adicciones en la Ciudad de 
México–, de colectivos y organizaciones de la 
sociedad civil –específicamente con el Colec-
tivo por Una Política Integral hacia las Drogas 
(cupihd)– y de la academia. Entre las activida-
des realizadas destaca la celebración en 2013 del 

Foro internacional sobre drogas y derechos hu-
manos, y durante el presente año la publicación 
del Informe especial. Drogas y derechos humanos 
en la ciudad de México 2012-2013.1

El Informe ofrece una reflexión desde la pers-
pectiva de los derechos humanos, a la vez que 
reafirma que las personas usuarias de sustancias 
psicoactivas son sujetos plenos de derecho, y el 
Estado tiene la obligación de respetar, proteger, 
garantizar y promover éstos, sin distinción ningu-
na. A través de la investigación efectuada se busca 
generar conocimiento especializado, actualizado 
y confiable vinculado con el tema de las políticas 
de drogas, y se apela a la formulación de medidas 
legislativas y de políticas públicas que garanticen 
una mayor protección. 

De acuerdo con el Relator especial de las 
Naciones Unidas sobre el derecho a la salud, se 
propone un cambio de paradigma hacia la adop-
ción de un enfoque de fiscalización de drogas 
basado en los derechos humanos, que permita la 
formulación de una estrategia reguladora de las 
sustancias que crean dependencia, y se oriente 
a proteger a las y los usuarios al tiempo que se 
reducen al máximo los riesgos y daños asociados 
a las drogas. Lo anterior no sólo en beneficio de 
los y las personas usuarias de drogas, sino de la 
sociedad en su conjunto.
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Consecuencias del modelo punitivo  

En 2009, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (unodc) resaltó las 

consecuencias no intencionadas de las políticas internacionales de fiscalización de dro-

gas, a saber, la aparición de un mercado negro de drogas, con la corrupción y violencia 

que genera.

Al convertir el uso personal de drogas en conductas delictivas, las convenciones inter-

nacionales tienden a marginalizar a las personas usuarias, pues refuerzan una visión 

estigmatizadora y situaciones de discriminación y criminalización.

Este modelo tiende a disuadir a las personas con dependencia de acudir a los servicios 

de salud ante la amenaza de ser discriminadas o denunciadas.

Asimismo, ha impedido que se genere información amplia y veraz sobre las sustancias 

psicoactivas.

Principales hallazgos de la investigación

Tendencias sobre uso de drogas

En 2010, 5% de la población mundial de 15 

a 64 años de edad consumió drogas alguna 

vez durante ese año; 0.6% eran personas 

consumidoras habituales, y menos de 0.1% 

desarrollaban patrones de dependencia.2

En México, 1.5% de la población de 12 a 65 

años de edad consumió una droga ilegal por 

lo menos una vez durante 2011.3

En el Distrito Federal la prevalencia  

en el consumo es de 1.7% por arriba 

del promedio nacional. Las sustan-

cias principalmente utilizadas son la 

marihuana, los inhalables, la cocaína, 

los alucinógenos y los estimulantes de tipo 

anfetamina.4

En la población estudiantil la prevalencia 

de consumo alcanza 18.2 por ciento.5

El sistema internacional de fiscalización  
de drogas
 

Este sistema nace con la firma de las convenciones 

internacionales de 1961, 1971 y 1988.  El propósito 

 principal es limitar el uso de estupefacientes  

a fines médicos y científicos, y encomendar a 

los Estados que adopten disposiciones pena-

les para perseguir y castigar toda actividad 

relacionada con sustancias psicoactivas 

(enfoque punitivo).
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Régimen jurídico para el control de 
drogas en México

En México toda persona que posee una 

cantidad de droga superior hasta en mil 

veces a los umbrales establecidos en el ar-

tículo 479 de la Ley General de Salud, es 

considerada narcomenudista y sanciona- 

da con penas de privación de la libertad.

Las cantidades de droga autorizadas son 

sumamente restrictivas y presentan un en-

foque poco realista que no responde en for-

ma adecuada a la oferta del mercado.

Política de salud en el Distrito Federal

Los programas y medidas implementadas a 

nivel local son dispersas y predomina una con-

cepción asistencialista que considera a las y los 

usuarios como meros beneficiarios de servicios, 

no como sujetos plenos de derechos.

El enfoque de reducción de riesgos y daños no 

es asumido con un eje rector de las distintas 

estrategias y acciones de gobierno, tampoco el 

respeto a la autonomía de las personas.

Las estrategias y políticas públicas diseñadas 

no han sido suficientes ni oportunas para que se 

tutele debidamente el derecho a la salud de las 

y los jóvenes que se encuentran en una particu-

lar circunstancia de riesgo.

Criminalización, debido proceso y acceso a la 
justicia

De acuerdo con los reportes de quejas presenta-

dos  ante la cdhdf sobre delitos contra la salud, en 

76.7% de los casos se denunciaron detenciones ar-

bitrarias (47.8% con uso de violencia física y 36.9% 

de violencia psicológica); en 65% se evidenciaron 

irregularidades en el proceso judicial (violencia 

física y psicológica, extorsiones y amenazas). Los 

grupos de niñas, niños, jóvenes, poblaciones calle-

jeras y comerciantes en vía pública son doblemente 

vulnerables ante prácticas de criminalización por el 

uso de drogas.

Más de 98% de las personas consignadas por deli-

tos contra la salud fueron condenas por el delito de  

narcomenudeo.6 

El 83.9% de las sentencias se emitieron por pose-

sión de drogas en cantidades superiores a las au-

torizadas por la ley, pero sin haberse comprobado 

fines de venta o comercio.7 

NOTAS
1	 Véase cdhdf, Informe especial. Drogas y derechos humanos en la ciudad de México 

2012-2013, México, cdhdf/cupihd, 2014, disponible en <http://bit.ly/1ynpdT5>, 
página consultada el 26 de septiembre de 2014.  

2	 oea, El problema de las drogas en las Américas, oea, 2013. 
3	 Conadic/inprf/insp, Encuesta Nacional de Adicciones 2011: Reporte de drogas, 

México, inprf, 2012.
4	 Idem.
5	 Jorge Villatoro et al., Encuesta de Consumo de Drogas en Estudiantes 2012, ciudad 

de México, México, inprf/iapa/afsedf, 2013.
6	 Oficio DOCDH/626/13-3315 del 18 de junio de 2013, firmado por María Elena 

Lugo del Castillo, directora de Orientación Ciudadana y Derechos Humanos del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

7	 Idem.

Propuestas: hacia un modelo de regulación 
respetuoso de los derechos humanos

Promover la armonización desde la perspectiva 

de los derechos humanos de las disposiciones 

normativas concernientes al consumo, posesión y 

cultivo de drogas para uso personal.

Orientar las acciones de las autoridades judiciales 

hacia la persecución de los delitos graves contra la 

salud y proteger a las personas usuarias del uso 

excesivo de la fuerza y otros abusos.

Articular las políticas y servicios públicos, 

garantizando que todos compartan un mismo 

marco conceptual de intervención, basado en el 

respeto de la autonomía de las personas y de sus 

derechos humanos.

Generar información oportuna y veraz acerca de 

las drogas y de las políticas de reducción de riesgos 

y daños, en favor tanto de las y los usuarios como 

de la sociedad en general.

REFERENCIAS



64

El 13 aniversario luctuoso de Digna 
Ochoa y Plácido congregó a defenso-
ras y defensores de derechos humanos 
en México.

Al dar la bienvenida a quienes 
asistieron al homenaje  Recordando 
a Digna Ochoa. A 13 años, el Primer 
Visitador de la Comisión de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal 
(cdhdf), Alfonso García Castillo, se-
ñaló que la labor de la defensora “co-
bra especial relevancia en un México 

asolado por la violencia, la inseguri-
dad, la impunidad y la corrupción”.

En el evento, Jesús Ochoa y Plá-
cido recordó que el punto de quiebre 
que definió a su hermana Digna como 
defensora de derechos humanos fue 
el injusto encarcelamiento de su pa- 
dre, en 1988; así como su ingreso a la 
Orden de las Dominicas del Verbo 
Encarnado, y su participación en la 
defensa de casos de graves vio- 
laciones a derechos humanos.

Por su parte, Pilar Noriega, ex 
primera visitadora de la Comisión, 
colega y amiga personal de Digna,  
compartió anécdotas en las que ilustró 
la personalidad transparente y jugue-
tona de la defensora, además de su 
gusto por la vida; características muy 
alejadas del perfil suicida que sus fa- 
miliares y amigos a lo largo de los 
años han buscado contrarrestar en las 
líneas de investigación de la Procura-
duría capitalina.

El 3 de octubre de 2014 la cdhdf 
envió a su personal médico forense 
al estado de Guerrero, con la finali-
dad de acompañar y apoyar al Equipo  
Argentino de Antropología Forense 
que busca identificar los restos huma-
nos encontrados en las cercanías del 
municipio de Iguala.

El equipo de la cdhdf contri-
buye a que se apliquen de manera 
irrestricta los protocolos científi-
cos, con el fin de que se ajusten a 
los estándares internacionales exis-
tentes en la materia. Lo anterior 

se realiza en función de atender al 
mandato legal, consciente y obli-
gado de esclarecer estas graves vio- 
laciones a derechos humanos.

La cdhdf condena enérgicamente 
los hechos en que 43 jóvenes, de entre 
15 y 25 años de edad, estudiantes de la 
Escuela Normal Rural de Ayotzina-
pa, actualmente se identifican como  
presuntamente desparecidos. En 
consecuencia, se deben prevenir, in-
vestigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos rela-
cionadas con estos hechos. Asimismo 

la Comisión se pronuncia de manera 
respetuosa para que tanto las autori-
dades del estado de Guerrero como 
las federales lleven a cabo la investi-
gación con debida diligencia.

En la adopción de estas medidas, 
se debe tomar en cuenta la obligación 
de tratar a las víctimas con respeto a 
su dignidad y autonomía, accionando 
al máximo todos los recursos y meca-
nismos institucionales que garanticen 
de manera efectiva su derecho al ac-
ceso a la justicia y a una pronta repa-
ración integral del daño.

Conmemora cdhdf 13 aniversario luctuoso

de la defensora Digna Ochoa y Plácido

Médicos forenses de la cdhdf colaboran

con equipo argentino en Iguala, Guerrero

Fotografía: Sonia Blanquel/CDHDF.
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